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GLOSARIO 
 
 
ACARREAR: transportar en carro. Transportar de cualquier manera. Ocasionar, 
producir, traer consigo daños o desgracias.  
 
 
AGLUTINAR: unir, pegar una cosa con otra.  
 
 
APARTHEID: segregación racial, especialmente la establecida en la República de 
Sudáfrica por la minoría blanca.  
 
 
AQUIESCENCIA: asenso, consentimiento.  
 
 
ATROCIDAD: crueldad grande.  
 
 
DESLINDAR: señalar y distinguir los términos de un lugar, provincia o heredad. 
Aclarar algo, de modo que no haya confusión en ello.  
 
 
IMPUNIDAD: falta de castigo. 
 
 
INASIBLE: que no se puede asir (coger). 
 
 
INFERIR: sacar una consecuencia o deducir algo de otra cosa. Llevar consigo, 
ocasionar, conducir a un resultado. Producir o causar ofensas, agravios, heridas, 
etc. 
 
 
INMANENTE: que es inherente a algún valor o va unido de un modo inseparable a 
su esencia, aunque racionalmente pueda distinguirse de ella.  
 
 
IRRESTRICTO: ilimitado.    
 
 
INSURGENTE: levantado o sublevado.  
 
 



 
 

INTER ALIA: entre otras cosas.  
 
 
LOABLE: digno de alabanza. 
 
 
MENESTER: falta o necesidad de algo. Oficio u ocupación habitual.  
 
 
ÓBICE: obstáculo, embarazo, estorbo, impedimento. 
 
 
PARÁMETRO: dato o factor que se toma como necesario para analizar o valorar 
una situación.  
 
 
PRERROGATIVA: privilegio, gracia o exención que  se concede a alguien para 
que goce de ello, anejo regularmente a una dignidad, empleo o cargo. Facultad 
importante de alguno de los poderes supremos del Estado, en orden a su ejercicio 
o a las relaciones con los demás poderes de clase semejante. Atributo de 
excelencia o dignidad muy honrosa  
 
 
RETICENCIA: efecto de no decir sino en parte, o de dar a entender claramente, y 
de ordinario con malicia, que se oculta o se calla algo que debiera o pudiera 
decirse.  
 
 
VEJAMEN: acción y efecto de vejar. Reprensión satírica y festiva con que se 
ponen de manifiesto y se ponderan los defectos físicos o morales de alguien. 
Discurso o composición poética de índole burlesca, que con motivo de ciertos 
grados o certámenes se pronunciaba o leía en las universidades y academias 
contra quienes en ellos tomaban parte.  
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INTRODUCCIÓN 
 
 
Los crímenes masivos se han cometido a lo largo del tiempo en todo el mundo y 
muchos realizados por razones políticas; en los que algunas de las razones fueron 
por móviles ideológicos, e históricamente en ocasiones eran censurados o 
presentados con deformaciones ideológicas para así poder  justificar las 
atrocidades perpetradas. De todas formas, en las últimas décadas se ha buscado 
el reconocimiento del público hacia este tipo de crímenes, varios de ellos dirigidos 
a corrientes ideológicas de izquierda, situación ante la cual se ha guardado 
silencio o se han minimizado los hechos ocurridos.  
 
 
Así las cosas, en Colombia se ha llevado a cabo la práctica de criminalidad 
sistemática en contra de movimientos de oposición política, bien abiertamente o 
de forma oculta por sectores del poder estatal, representado en las fuerzas 
militares, otros organismos del Estado o en complicidad con grupos paramilitares; 
presentando los medios de comunicación los hechos confusamente como una 
estrategia para lograr la impunidad, de modo que en esta situaciones sea difícil 
distinguir si los ataques partieron de grupos ilegales o el narcotráfico o la 
delincuencia común. El Estado se ha valido de legislaciones como los Estados de 
Excepción para adoptar un empleo arbitrario y excesivo de la fuerza. 
 
 
Por otro lado, este trabajo tuvo como objetivo general: analizar la problemática y el 
impacto que tendría reconocer la extinción de los miembros de la Unión Patriótica 
como un crimen de lesa humanidad, tomando en cuenta especialmente los 
crímenes cometidos contra militantes de este partido en el Valle del Cauca, 
Colombia entre los años 1984 y 1997. Y los objetivos específicos: 
 
 
▪ Revisar la bibliografía que existe en lo referente al genocidio que sufrió la 

Unión Patriótica, especialmente entre los años 1984 y 1997 especialmente en 
los departamentos de Antioquia y Meta y por supuesto en el Valle del Cauca.  

 
 
▪ Mostrar las implicaciones que tendría el reconocimiento como crimen de lesa 

humanidad al genocidio que ha soportado la Unión Patriótica. 
 
 
La investigación se situó dentro de los estudios descriptivos, utilizando el método 
analítico y reflexivo mediante el cual se revisaron documentos teóricos y 
conceptuales sobre la Unión Patriótica, al surgir como un partido que reunió 
diferentes ideologías en una sola, como una alternativa a los tradicionales partidos 
colombianos: conservador y liberal.  
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Asimismo, el documento se dividió en tres partes: en la primera se hace un 
recuento de los aspectos generales concernientes a la Unión Patriótica y el 
genocidio. En la segunda, se presentan aspectos de los crímenes de lesa 
humanidad  y el análisis del genocidio de la UP como un crimen de lesa 
humanidad y en la tercera: las conclusiones.  
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1.  ASPECTOS GENERALES CONCERNIENTES A LA 
UNIÓN PATRIÓTICA Y EL GENOCIDIO 

 
 
1.1  LA GUERRA FRÍA Y EL CONFLICTO COLOMBIANO COMO MARCO 
PARA EL INICIO DE LA UNIÓN PATRIÓTICA 
 
 
1.1.1  Concepto de Guerra Fría. “Se conoce con el nombre de Guerra Fría al 
enfrentamiento que mantuvieron desde 1945, fin de la Segunda Guerra Mundial, 
hasta la caída del comunismo entre 1989 y 1991, marcado por el fin de la URSS y 
la caída del Muro de Berlín, los bloques occidental-capitalista, encabezado por los 
Estados Unidos y el oriental-comunista, liderado por su lado por la Unión 
Soviética”1.  
 
 
Estas dos potencias tenían un conflicto de ideologías en el que cada uno quería 
dominar la economía y la política mundial, e influyeron en las relaciones 
internacionales con otros países; no siendo ajena esta influencia en Colombia al 
enfrentar sectores y agentes sociales. El movimiento insurgente adoptó la 
izquierda enfrentándose a la derecha. Así, dentro de este acontecer surge una 
propuesta con una fórmula de diálogo de la Administración de Belisario Betancur 
Cuartas; pero; se opusieron gremios económicos sobretodo agroindustriales, ya 
que consideraban que los grupos guerrilleros defendían intereses de un 
comunismo internacional y en estas condiciones decidieron tener sus propios 
ejércitos para enfrentarlos a quienes les producían temor, desconfianza y a su 
expresión formal en este caso el partido de la Unión Patriótica2.   
 
 
1.1.2  Inicio de la Unión Patriótica  (UP). Durante el gobierno del presidente 
Belisario Betancur Cuartas, el 28 de marzo de 1984 se firmaron los Acuerdos de 
La Uribe, entre los representantes del Estado y la dirección de las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia  (FARC). El pacto contemplaba el 
compromiso para que el Gobierno iniciara reformas políticas, sociales y 
económicas y las FARC dejarán de lado el secuestro y el terrorismo como una 
práctica insurgente. También, en estos Acuerdos se especificó que después de un 

                                                           
 
1  ABC. Definición de Guerra Fría. Disponible en Internet: 
http://www.definicionabc.com/historia/guerra-fria.php#ixzz2C73mfVa2 {Consulta: 14 octubre de 
20102}.  
 
2  SANTOFIMIO ORTÍZ, Rodrigo. La Izquierda y el escenario político en Colombia: El caso de la 
participación política de la Unión Patriótica (UP) 1984 – 1986. Aspectos preliminares sobre una 
investigación. Agosto 2 de 2007. Disponible en Internet: 
http://virajes.ucaldas.edu.co/downloads/Virajes9_7.pdf {Consulta: 21 julio de 2012}.  

http://www.definicionabc.com/historia/guerra-fria.php#ixzz2C73mfVa2
http://virajes.ucaldas.edu.co/downloads/Virajes9_7.pdf
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año de comenzadas las conversaciones de estas negociaciones de paz, este 
grupo guerrillero pudiera  “organizarse política, económica y socialmente”, dando 
así lugar a que naciera en mayo de 1985 el movimiento político Unión Patriótica  
(UP), precisamente un año después tal como había sido acordado3.  
 
 
Surgió la UP como una esperanza popular debido al fraude electoral que hubo con 
la Alianza Nacional Popular  (ANAPO) en 1970 y la disolución violenta que hubo 
del Gaitanismo. En cierto sentido fue una propuesta de paz con justicia social, que 
llevó a que hubiese un gran entusiasmo obrero y popular, muy significativo.  
 
 
1.1.3  La Unión Patriótica. “Es una confluencia de fuerzas, es un proceso que 
tiene su raíz profunda no solo en el campo, en la lucha armada, sino también en la 
ciudad, en la lucha cívica, obrera y popular. He allí en qué consiste la amplia 
convocatoria de este movimiento”4, esto es, que fue un movimiento que agrupó 
diferentes personas y grupos en pos del ideal de una paz para el país.  
 
 
De acuerdo con lo anterior, la aparición de la Unión Patriótica “implicó una 
oxigenación de las fuerzas de izquierda a nivel regional y nacional: el nuevo 
proyecto político parecía ser más organizado, consistente y coherente que 
antiguos proyectos. Además aglutinaba a diversos sectores defensores de la paz, 
con deslindes claros frente a la insurgencia armada, hasta el punto que muchas 
figuras de la izquierda se fusionaron en una fuerza partidista con algunos sectores 
liberales”5. 
 
 
Ahora bien, el Equipo Nizkor, estableció tres razones que afectaban los sectores 
tradicionales, privados e institucionales a nivel nacional y regionales en distintos 
espacios:  
 
 

                                                           
 
3  CEPEDA CASTRO, Iván y GIRÓN ORTÍZ, Claudia. Vida y muerte de la Unión Patriótica 
colombiana. Edición Cono Sur. Número 71, mayo 2005. P. 1. Disponible en Internet: 
www.insumisos.com/diplo/NODE/607.HTM  {Consulta: 7 julio de 2012}.  
 
4  BUENAVENTURA, Nicolás et al. Tregua: Unión Patriótica. Centro de Estudios e Investigaciones 
Sociales (CEIS). Bogotá, 1985, p. 67. En: EQUIPO NIZKOR. Colombia Nunca Más. Crímenes de 
lesa humanidad. Zona 7º 1966… Mayo 29 de 2001. Disponible en Internet: 
http://www.derechos.org/nizkor/colombia/libros/nm/z7/ZonaSiete03.html {Consulta: 17 agosto de 
2012}.  
  
5  VARIAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES DE DERECHOS HUMANOS. Ceder es 
más terrible que la muerte. Bogotá, 1997, p. 26. ISBN: 958-33-0682-7. En: Ibid.  

http://www.insumisos.com/diplo/NODE/607.HTM
http://www.derechos.org/nizkor/colombia/libros/nm/z7/ZonaSiete03.html
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 1. La incidencia en las relaciones de clientela, características de la distribución del poder 
entre liberales y conservadores, las cuales, de consolidarse una opción alternativa, se 
verían seriamente afectadas.  

 
 2. La posibilidad de que el nuevo movimiento de izquierda canalizara e impulsara 

reivindicaciones de los sectores históricamente excluidos, la reforma agraria, por ejemplo, 
como se expresó para el caso de la Reserva de La Macarena.  

 
 3. En el evento de una real apertura democrática, que constituya una de las principales 

exigencias de las FARC para su posible desmovilización, el tratamiento del conflicto 
armado sería necesariamente político más no militar: por esto, el papel de las Fuerzas 
Armadas se vería relegado a un segundo plano. Adicionalmente, sectores económicos y 
políticos influyentes eran definitivamente partidarios de la solución militar del conflicto6.  

 
 
Por lo tanto, la UP marchaba en contrario a la corrupción y la injusticia, que era lo 
usual en la política tradicional que manejaba el país, tal como lo hizo notar en un 
Informe de octubre de 1992, la Defensoría del Pueblo, cuando analizó 717 casos 
de homicidios de  dirigentes y militantes de la UP: "existe una relación directa 
entre el surgimiento, la actividad y el apoyo electoral de la Unión Patriótica y el 
homicidio de sus militantes y dirigentes en regiones donde la presencia de este 
partido fue interpretada como un riesgo al mantenimiento de los privilegios de 
ciertos grupos"7. Y como la UP, tuvo estupendos resultados en las elecciones, 
esta situación provocó que se iniciara el genocidio político de la UP, entre cuyos 
autores se encontraban grupos paramilitares y Fuerza Pública  (militares y 
policías).  
 
 
1.2  GENERALIDADES REFERENTES AL GENOCIDIO 
 
 
Una de las definiciones de genocidio fue dada por dada por la Resolución 96 de 
1946 de la Asamblea de las Naciones Unidas: “el genocidio es un crimen de 
derecho internacional que el mundo civilizado condena y por el cual los autores y 
sus cómplices deberán ser castigados ya sean estos individuos particulares, 
funcionarios públicos o estadistas y el crimen que hayan cometido sea por motivos 
religiosos, raciales o políticos o de cualquier naturaleza”8.  
 

                                                           
 
6  Ibid.   
 
7  DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Serie Documentos, Nº. 2, octubre de 1992, p. 216. En: Ibid.   
 
8  ASAMBLEA DE LAS NACIONES UNIDAS. Resolución número 96 de 1946. En: ORTÍZ 
PALACIOS, Iván Darío. Genocidio político contra la Unión Patriótica: nuevas miradas para nuevas 
lecturas. Bogotá: National Graphics Ltda, para la Universidad Nacional de Colombia. Agosto de 
2006. ISBN: 958-701-717-X. P. 19.  
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Asimismo, esta Asamblea aprobó la Convención contra el Genocidio que fue 
expedida por medio de la Resolución No. 260ª del 9 de diciembre de 1948, 
entrando en vigor el 12 de enero de 1951. En Colombia fue aprobada por la Ley 
28 de mayo 27 de 1959, y entró en vigor el 25 de enero de 1960. Dio una 
definición en la que desapareció la identidad política del crimen de genocidio, así:  
 
 
 Cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de 

destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal:  
 
 a.- Matanzas de miembros del grupo.  
 
 b.- Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo.  
 
 c.- Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear 

su destrucción física, total o parcial.  
 
 d.- Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo.  
 
 e.- Traslado, por fuerza, de niños del grupo a otro grupo9.  

 
 
En el artículo 1º de la mencionada Convención contra el Genocidio, señala la 
naturaleza y el alcance de este crimen: “…las partes contratantes confirman que el 
genocidio, ya sea cometido en tiempo de paz o de guerra, es un delito de derecho 
internacional que ellas se comprometen a prevenir y sancionar, confiriendo con 
esta definición un deber de las partes”10.  
 
 
Posteriormente, hacia los años noventa, surgieron diferentes estatutos 
internacionales que fueron creados para resolver jurídicamente el crimen de 
genocidio. Entre ellos se encuentran:  
 
 

• El Estatuto Penal Internacional para la ex-Yugoslavia 
 
Creó un Tribunal Ad-doc con el fin de que fuesen juzgados los responsables de 
violaciones al derecho internacional humanitario y tiene una definición de 
genocidio idéntica a la de la Convención de 1948, mencionando los actos 
genocidas que serán castigados, la colaboración para cometerlos, la incitación 
directa y pública, la tentativa y complicidad en ellos.  
 

                                                           
 
9  CONVENCIÓN CONTRA EL GENOCIDIO DE 1948. En: Ibid., p. 19.   
 
10 Ibid. En: Ibid., p. 20.   
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• El Estatuto del Tribunal Internacional de Ruanda 
 
Creó también un Tribunal Ad-doc para los responsables del crimen de genocidio y 
otras violaciones al Derecho Internacional Humanitario. 
 
 

• Estatuto de la Corte Penal Internacional 
 
En el artículo 6 de forma casi literal define el crimen de genocidio de manera muy 
parecida a como lo hace la Convención de 1948, pero haciendo una especificación 
que dice que el genocidio puede ser cometido en tiempo de paz o de guerra.  
 
 
Por otro lado, quien participa de una política genocida está en pleno conocimiento 
de que sus actos van dirigidos a destruir un grupo específico. Este crimen no 
prescribe según el artículo 29 del Estatuto de Roma. De acuerdo con Laura 
Gingold:  
 
 
 Los rasgos inherentes a la identidad política, como en otras identidades están cargados de 

elementos relacionales; de la identidad de un grupo político, por ejemplo, emergen la 
participación imaginaria o concreta de la sociedad política que esgrime principios 
comunes, ya sea en el marco en una unidad nacional, ciudadana e incluso jurídica. De tal 
suerte que los estragos causados por la eliminación de identidades, necesariamente 
superan el mero reconocimiento normativo institucional; trascienden a lo social y es desde 
ahí que se deben buscar las herramientas no solamente para recuperar lo inasible de su 
identidad, sino para abordar los rasgos que marcan simbólicamente sus fronteras con los 
Otros, en términos culturales, sociales e ideológicos11.  

 
 
1.2.1  Genocidio político. Como ya se dijo en la Guerra Fría, surgió un 
enfrentamiento entre dos hemisferios, que llevó a que la defensa ideológica se 
pusiera en manos de forma exclusiva de los cuerpos militares, dependiendo de 
ellos la soberanía de los países; puesto que, los militares dejan de ser aparatos 
estatales que participan de la política para tomarse la política. Aparece, entonces, 
un enemigo interno y un enemigo infame, términos que se aplican a las personas 
que se sospeche puedan ir en contra del sistema nacional; y al ser identificados se 
les quitaba cualquier derecho civil o político, sin prerrogativas innatas del ser 
humano, por lo que podían ser sometidos a tratos degradantes y a que fueran 
eliminados. Este aspecto es importante en el tema sobre el partido de la Unión 
Patriótica, puesto que todo grupo o persona que contradijera el régimen estatal 
sería tratado de esta forma, por lo que los grupos alzados en armas y la 
subversión se inscriben como “enemigos internos”, haciéndose extensiva a 

                                                           
 
11 Ibid., p. 35.  
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movimientos sociales y populares que simpaticen con ellos, ya que el mundo se 
encontraba polarizado en dos conceptos: comunismo y capitalismo, sin dar la 
oportunidad de una neutralidad12.   
 
 
En este orden de ideas, se implantó una política de seguridad nacional, la que se 
impuso en los países de Centroamérica y Latinoamérica mediante estados de 
seguridad, declaración de medidas de emergencia, declaración de estados de 
conmoción interior; como medidas represivas que permitieron desarrollar 
estrategias político-militares que justificaran la eliminación del enemigo interno, 
como sucedió en Colombia con operaciones tales como: Plan Lazo  (un plan para 
establecer un cerco militar que desactivara las regiones de influencia comunista, 
como lo fue el ataque a Marquetalia que según dice una de las tantas teorías que 
existen acerca del mismo,  se encontraba inscrito en un proyecto 
contrarrevolucionario global para toda América Latina agenciado desde 
Washington), Plan Andes (creado para ejercer control sobre zonas rojas de 
posibles conflictos sociales, especialmente de poblaciones agrarias), Operación 
Baile Rojo  (creado para contener el avance del pensamiento de las 
organizaciones de izquierda, especialmente del grupo de la Unión Patriótica, plan 
criminal en el cual estuvieron involucrados terratenientes, narcotraficantes, 
sectores liberales y conservadores y las Fuerzas Armadas del Estado), Operación 
Golpe de Gracia (fue denunciado en el año 1992 por la Dirección Nacional de la 
UP, como una estrategia dirigida a eliminar, encarcelar dirigentes y activistas de la 
UP y del Partido Comunista Colombiano, valiéndose de la disposición de la justicia 
sin rostro, por lo que asesinaron y enviaron a prisión a muchos de sus 
militantes)13.  
 
 
1.3  LA UNIÓN PATRIÓTICA COMO ENEMIGO INTERNO DEL ESTADO 
COLOMBIANO 
 
 
Al surgir la Unión Patriótica como un partido diferente se centraron sus enemigos 
en14:  
 
 

• La perpetración del crimen.  
 

                                                           
 
12 Ibid., p. 47-48. 
 
13  Ibid., p. 50-53.   
 
14  Ibid., p. 58.   
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• Convertir a la colectividad en blanco de la eliminación.  
 
 

• La negación del crimen.  
 
 

• Desarticular la existencia colectiva.  
 
 

• Legitimar el crimen.  
 
 

• Generar resistencia a la eliminación.  
 
 
Al unir las anteriores razones, se buscaba que desapareciera la colectividad como 
tal.  
 
 
Por su parte, entre las características que tenía este partido se encuentran15:  
 
 

• Una cohesión interna regida por principios ideológicos.  
 
 

• Una identidad jurídica reconocida por el Estado colombiano.  
 
 

• Se componía de diversos sectores, agremiaciones y partidos, alianzas entre 
sectores urbanos, rurales, regionales, departamentales, de veredas, de barrios, 
entre los que se cuentan: Autodefensa Obrera  (ADO), Movimiento Firmes, 
Juventud Comunista, Partido Comunista Colombiano, Partido Socialista 
Revolucionario, Frente Democrático, Sectores del Nuevo Liberalismo, Sectores 
del Liberalismo Independiente Unidad Liberal Popular, Movimiento de 
Convergencia Liberal, Nueva Fuerza Liberal, Sectores del Conservatismo, 
Diversas organizaciones de carácter cívico, obrero y popular.  

 
 

• Se definía como  “un movimiento amplio de convergencia democrática, que 
lucha por las reformas políticas, económicas, sociales que garanticen al pueblo 
colombiano una paz democrática”16.  

                                                           
 
15  Ibid., p. 59-60.   
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• Su cubrimiento político fue extenso por las coaliciones que realizó en: Atlántico, 
Arauca, Bolívar, Caquetá, Cauca, Caldas, Cesar, Córdoba, Huila, Magdalena, 
Meta, Nariño, Santander, Putumayo, Risaralda, Tolima, Valle del Cauca, 
Vaupés17. 

 
 

• Debido a la expectativa por un proceso de paz, y no obstante, que a un año de 
su existencia ya habían sido asesinados 300 militantes, “en el desarrollo de su 
campaña la Unión Patriótica defendió la tregua y las propuestas de reforma 
política. [Aunque] Paralelamente, se vio sometida a una fuerte presión política 
tendiente a marginarla de la contienda…”18.  

  
 
Es importante señalar que la Unión Patriótica propuso en su Plataforma Política un 
programa de veinte puntos:  
 
 
 1.- Levantamiento inmediato del Estado de Sitio.  
 
 2.- Reforma de las costumbres políticas.  
 
 3.- Reconocimiento de la iniciativa legislativa popular.  
 
 4.- Asamblea Constituyente que adopte una nueva Constitución.  
 
 5.- Subordinación de la fuerza pública a la autoridad civil.  
  
 6.- Dotación de recursos económicos para municipios y regiones.  
 
 7.- Reactivación de la economía.  
 
 8.- Derogatoria del Impuesto Sobre el Valor Agregado  (IVA).  
 
 9.- Reducción de gastos militares y de policía.  
 
 10.- Nacionalización del petróleo.  
 
 11.- Derogatoria de la deuda externa como socialmente impagable.  
 
 12.- Reforma agraria democrática.  

                                                                                                                                                                                 
16  Ibid. PRIMER CONGRESO NACIONAL DE LA UNIÓN PATRIÓTICA. Santafé de Bogotá, 1985. 
P. 60.  
 
17  BUENAVENTURA, Nicolás. Unión Patriótica y Poder Popular. Ediciones CEIS, sin lugar ni 
fecha. En: Ibid., p. 60  
 
18  RESTREPO,  Luis Alberto y RAMÍREZ, Socorro. Actores en conflicto por la paz. El Proceso de 
paz durante el gobierno de Belisario Betancur 1982-1986. Bogotá, Ediciones Siglo XXI, CINEP, 
1988. En: Ibid., p. 60-61.  
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 13.- Respeto a los derechos de las comunidades indígenas. 
 
 14.- Reforma urbana que expropie lotes de engorde.  
 
 15.- Derecho al trabajo sin discriminación y garantías sociales.  
 
 16.- El Estado asume la totalidad de gastos en educación.  
 
 17.- Creación de un sistema nacional de salud que garantice la adecuada atención 

sanitaria a todos los colombianos.  
 
 18.- Defensa ecológica y del medio ambiente.  
 
 19.- Derechos de los colombianos en el exterior.  
 
 20.- Política internacional independiente, integración de la economía latinoamericana19.  

 
 
De acuerdo a lo anterior, hay que reconocer como logros políticos de la sociedad 
en Colombia: elección popular de alcaldes y gobernadores, la separación de la 
justicia castrense de la ordinaria, el acceso de todas las corrientes políticas a los 
medios masivos de comunicación, el establecimiento de la revocatoria del 
mandato y la reforma urbana20, y así no le guste a una parte de la sociedad, son 
iniciativas que fueron planteadas por la UP.  
 
 
1.4 NEGACIÓN DEL CRIMEN POR MUERTE A MIEMBROS DE LA UNIÓN 
PATRIÓTICA COMO UNA ESTRATEGIA DE IMPUNIDAD 
 
 
El Estado colombiano tomó la decisión de desconocer los principios de grupo, ya 
que el mismo presidente de la República de ese entonces, consideró que no se 
podía incluir a los grupos políticos en la tipificación de genocidio porque estos 
tenían una identidad transitoria y por lo tanto:  
 
 
 El Gobierno nacional considera que no se debe incluir el genocidio cometido contra grupos 

políticos o colectividades con identidad propia fundadas en motivos políticos, pues la 
esencia del delito del genocidio es pretender sancionar los actos que pretenden (sic) la 
eliminación de un grupo en cuanto tal, y el genocidio político no afecta una identidad 
permanente sino una identidad transitoria  (será transitoria la identidad del partido liberal y 
del partido conservador); y dichas conductas están sancionadas por nuestro Código penal 

                                                           
 
19  Ibid., p. 61-62.  
 
20  Ibid., p. 62.   
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por el delito de Homicidio Agravado...Entonces, desde este punto vista se puede 
considerar transitoria también la identidad de partidos como el liberal y el conservador21. 

 
 
En otras palabras, que la eliminación física de los miembros de la UP, a pesar de 
ser sistemática, continua y selectiva, no estaba relacionada con la identidad de las 
personas con respecto a su sentir político, es decir, que su sentir ideológico 
desaparecía; sin tomar en cuenta, que es precisamente la identidad política la que 
tienen en cuenta cuando el Estado ejecuta planes de eliminación como la 
Operación Baile Rojo, Plan Golpe de Gracia, entre otros; para unas situaciones 
existía la identidad política pero para otras no.  
 
 
También en el año 2002, Carlos Vicente de Roux, Juez de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos y ex-Consejero Presidencial para los Derechos Humanos:  
 
 
 Planteó que en el ámbito interno, así como ha venido sucediendo en el internacional, 

existe una marcada reticencia a considerar los grupos políticos víctimas potenciales de un 
genocidio, por el hecho de cobrar identidad precisamente por su afiliación política; e igual 
que la discusión de los Estados, lo que se percibe es el afán de protección no a las 
víctimas sino a las estrategias y materialización del crimen que en buena medida es 
esgrimido como necesario para garantizar el orden interno y como legítimo en la medida 
en que logre dicho orden22.  

 
 
En este sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia C-1076 de 2002, 
proporciona una respuesta al caso de la Unión Patriótica y su genocidio:  
 
 
 2.3.1. Los antecedentes de la disposición legal sub examine. 

  
De la lectura de los antecedentes legislativos del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, 
aparece claro que fue la voluntad del legislador ir más allá de lo establecido en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, en concreto, la Convención para la 
Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, del 9 de diciembre de 1948: 
  
“Se agregaron los grupos políticos y los sociales, que no forman parte del texto de los 
instrumentos internacionales citados. Se consideró necesario incluir estas dos categorías, 
teniendo en cuenta, en primer lugar, que el derecho internacional de los derechos 
humanos es un sistema normativo que brinda una protección mínima que puede ser 
ampliada por los Estados. Es decir, no hay ningún obstáculo jurídico para proteger otros 
grupos con la consagración del genocidio, como falta disciplinaria gravísima. Además, en 
nuestro país, los grupos políticos y los sociales, más que las otras categorías protegidas 

                                                           
 
21  Ibid., p. 73.  
 
22  El TIEMPO, marzo 24 de 2000, p. 1A. En: Ibid., p. 75.  
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(raciales, étnicos, religiosos), han sido objeto de ataques continuados que tienden a su 
destrucción, como el caso de la Unión Patriótica, los ataques contra defensores de 
derechos humanos o las mal llamadas brigadas de limpieza social; al punto que se podría 
afirmar que, dadas las características de la situación colombiana, la consagración del 
genocidio como falta disciplinaria o como delito, se justifica en la medida en que los grupos 
sociales y políticos sean incluidos”23. 

 
 
Y añade la Corte Constitucional en la Sentencia C-177 de 2001:  
 
 
 5. El artículo 322 de la Ley 589 del 2000 y la tipificación del delito de genocidio frente al 

carácter de la protección a los derechos a la vida y a la integridad, en condiciones de 
igualdad. 
  
Ahora bien a los efectos de este fallo, importa precisar, por una parte, que a diferencia de 
la regulación internacional sobre genocidio, el artículo 322A de la Ley 589 del 2000 que 
tipificó esta conducta en la legislación penal colombiana, extendió el ámbito del tipo penal 
al genocidio de los grupos políticos. 
  
Esta Corte encuentra que ningún reparo puede formularse a la ampliación que de la 
protección del genocidio a los grupos políticos, hace la norma cuestionada, pues es sabido 
que la regulación contenida en los Tratados y Pactos Internacionales consagra un 
parámetro mínimo de protección, de modo que nada se opone a que los Estados, en sus 
legislaciones internas consagren un mayor ámbito de protección.  
Así, pues, no hay óbice para que las legislaciones nacionales adopten un concepto más 
amplio de genocidio, siempre y cuando se conserve la esencia de este crimen, que 
consiste en la destrucción sistemática y deliberada de un grupo humano, que tenga una 
identidad definida. Y es indudable que un grupo político la tiene.  
Antes bien, en criterio de esta Corte, la incriminación de la conducta sistemática de 
aniquilación de un grupo político, mediante el exterminio de sus miembros, antes que 
suscitar cuestionamientos de constitucionalidad, encuentra pleno respaldo en los valores y 
principios que informan la Constitución Política de 1991 entre los que se cuentan la 
convivencia, la paz y el respeto irrestricto a la vida y a la existencia de los grupos 
humanos, considerados como tales, con independencia de su etnia, nacionalidad, credos 
políticos, filosóficos o religiosos. No se olvide que los trabajos de la Asamblea 
Constituyente precisamente propendieron por institucionalizar estrategias constructivas de 
convivencia política, en respuesta a la situación de violencia y de conflicto armado, por lo 
que, muchas de las disposiciones de la Carta Política se inspiran en el anhelo de 
consolidar la paz de los colombianos y buscan responder a ese propósito. 
  
En opinión de esta Corte, sin lugar a dudas, a ello también contribuirá la represión severa 
y específica en la legislación penal colombiana de las conductas que constituyen crímenes 
de lesa humanidad, pues no se puede ignorar que en Colombia muchos de los exterminios 
que podrían ser caracterizados como genocidio son de naturaleza política. 

 
 (…) 
 

                                                           
 
23  CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-1076 de diciembre 5 de 2002. M. P.: 
Clara Inés Vargas Hernández.  
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 Como lo tiene definido esta Corporación en su jurisprudencia, en tratándose de estos 
valores supremos, no es constitucionalmente admisible ningún tipo de diferenciación, 
según así lo proclama el artículo 5º. de la Carta Política, conforme al cual “los derechos 
inalienables de las personas,” en el Estado Social de Derecho que es Colombia, que 
postula como valor primario su dignidad, se reconocen “sin discriminación alguna”. 
  
Por ello, en concepto de esta Corte, la condición de actuar dentro del margen de la Ley, a 
la que la frase acusada del artículo 322ª de la Ley 589 del 2000, pretende supeditar la 
protección conferida a los grupos nacionales, étnicos, raciales, religiosos o políticos, 
resulta abiertamente contraria a principios y valores constitucionalmente protegidos pues, 
por más loable que pudiese ser la finalidad de respaldar la acción de la Fuerza Pública 
cuando combate los grupos políticos alzados en armas, en que, al parecer pretendió 
inspirarse, no se remite a duda que, en un Estado Social de Derecho ese objetivo no 
puede, en modo alguno, obtenerse a costa del sacrificio de instituciones y valores 
supremos que son constitucionalmente prevalentes como ocurre con el derecho 
incondicional a exigir de parte de las autoridades, del Estado y de todos los coasociados el 
respeto por la vida e integridad de todos los grupos humanos en condiciones de irrestricta 
igualdad y su derecho a existir. 
  
Como esta Corte lo ha puesto de presente en oportunidades anteriores, la vida es un valor 
fundamental. Por lo tanto, no admite distinciones de sujetos ni diferenciaciones en el grado 
de protección que se conceda a esos derechos. 

 
 (…) 
 
 Ciertamente, esta Corte considera inadmisible la tesis según la cual las conductas de 

aniquilación de los grupos que actúan al margen de la ley, podrían recriminarse acudiendo 
a otros tipos penales, verbigracia el homicidio, pues ella desconoce la especificidad del 
genocidio y la importancia de incriminar las conductas constitutivas de crímenes de lesa 
humanidad, en que se inspiró esta Corte al exhortar al Congreso en Sentencia C-867 de 
1999, del mismo ponente, para que adoptara la legislación penal que las tipificara. 
  
En efecto, esta tesis degrada la importancia del bien jurídico que se busca proteger al 
penalizar el genocidio, que no es tan sólo la vida e integridad sino el derecho a la 
existencia misma de los grupos humanos, sin supeditarlo a su nacionalidad, raza, credo 
político o religioso24. 

 
 
1.5  LA DESAPARICIÓN FORZADA UNA MODALIDAD CONTRA MIEMBROS 
DE LA UNIÓN PATRIÓTICA 
 
 
En el Protocolo de la Declaración hecha por la Organización de las Naciones 
Unidas a través de la Comisión de Derechos Humanos hace referencia la 
desaparición forzada en los términos siguientes:  
 
 

                                                           
 
24  Ibid.  Sentencia C- 177 de febrero 14 de 2001. M. P.: Fabio Morón Díaz.  
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 …Arrestar, detener o trasladar contra su voluntad a las personas, o que éstas resulten 
privadas de la libertad de una u otra forma por agentes gubernamentales de cualquier 
sector o nivel, por grupos organizados o por particulares que actúan en nombre del 
gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autorización o su asentimiento y que luego 
se niegan a revelar la suerte o el paradero de estas personas o a reconocer que están 
privados de la libertad, sustrayéndolas así a la protección de la ley…25 

 
 
En esta definición queda claro que si son personas particulares las que llevan a 
cabo esta acción sin apoyo del gobierno, en el caso de Colombia la retención sería 
un secuestro, puesto que la desaparición forzada está considerada como un 
crimen típico del Estado, cuyo móvil principal ha sido el político. Las personas son 
víctimas por su compromiso, simpatía, cercanía, militancia o vinculación con los 
grupos perseguidos, porque se oponen o se resisten al gobierno oficial. “La 
desaparición forzada lesiona la integridad de las personas, pues causa daños 
físicos, psicológicos, espirituales y culturales tanto en el ámbito individual como en 
el colectivo”26. De acuerdo con la Defensoría del Pueblo: “con la desaparición 
forzada se atenta contra los procedimientos legales regulares; los recursos de 
Habeas Corpus, Habeas Data y los amparos jurídicos garantes de la existencia, 
libertad e integridad de los ciudadanos, la ocultación inmanente y la negativa de 
las autoridades para reconocer la aprehensión, la reclusión y otros hechos 
vejaminosos trasgreden tres derechos fundamentales”27. Los derechos 
fundamentales que trasgreden o infringen son: el derecho a la vida, el derecho a la 
libertad y el derecho a un régimen humano de detención; desconocer cada uno de 
ellos involucra la violación directa de otros.  
 
 
En este orden de ideas, las acciones de genocidio en contra de miembros de la 
Unión Patriótica comprende: homicidios, masacres, desapariciones, detenciones 
arbitrarias, desplazamientos forzados, entre otras prácticas, que lesionaron al 
núcleo político como movimiento, a las personas individualmente y así mismo a 
sus familiares. Así pues, el artículo 6º del Estatuto de Roma señala algunas 
acciones que son tratadas como genocidio, entre ellas: a) matanzas de miembros 
del grupo, b) lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del 
grupo, c) sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que 
hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial, d) medidas destinadas a 
impedir nacimientos en el seno del grupo y e) traslado por la fuerza de niños del 
grupo a otro grupo.  
 

                                                           
 
25  ASAMBLEA DE LAS NACIONES UNIDAS. Resolución de la 92ª sesión. Diciembre 18 de 1992. 
Folleto de la ONU en Colombia, p. 219. En: ORTIZ PALACIOS, Op. Cit., p. 96.   
 
26  Ibid., p. 97.  
 
27  Ibid., p. 98. 
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Conforme a lo anterior,  la desaparición forzada de personas, en este caso de la 
Unión Patriótica bien fuera porque pertenecían a este grupo o simplemente eran 
simpatizantes, se puede decir que es una modalidad de genocidio, puesto que la 
desaparición forzada envuelve una lesión a la integridad física o mental de los 
miembros de este grupo político tal como lo ha entendido la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en su artículo II:  
 
 
 La privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma cometida 

por Agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la 
autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o 
de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de 
la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías 
procesales pertinentes28.  

 
 
Por otro lado, se habla que existen tres categorías que definen el carácter de las 
víctimas de desaparición forzada: 
 
 
 Desaparecidos absolutos: ni sus familiares, ni su partido político, ni su entorno social, ni su 

agremiación o colectivo, volvieron a tener noticias de ellos y ha sido imposible 
encontrarlos.  

 
 Desaparecidos encontrados: al cabo de un tiempo se han encontrado muertos y han 

podido ser identificados; en casos individuales no es muy frecuente este hecho, pero en 
casos de desaparición forzada colectiva se pueden registrar algunos casos.  

 
 Los desaparecidos sobrevivientes: a quienes se logró rescatar con vida, bien porque se 

pudo de manera rápida legalizar su condición de detenidos o porque consiguieron 
escapar, desafortunadamente estos casos son excepcionales29.  

 
 
Dentro de esta óptica, la Unión Patriótica ha tenido dentro de las víctimas de 
desaparecimiento forzado a desaparecidos absolutos, encontrados y 
desaparecidos sobrevivientes, que han sido unos pocos que se pudieron rescatar 
con vida. De todas formas, según la Base de Datos de REINICIAR, Proyecto 
Nunca Más, la Defensoría del Pueblo, la Fiscalía General de la Nación y otras 
fuentes de tipo periodístico, más de 200 personas fueron desaparecidas 
forzosamente entre 1985 y 2004 por pertenecer a la Unión Patriótica bien fuera 
como dirigentes, militantes, simpatizantes o supuestos miembros de este partido30.  

                                                           
 
28  CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. 
Artículo II. En: Ibid., p. 103.   
 
29  Ibid., p. 116-117.   
 
30  Ibid., p. 125-126 
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1.6 ALGUNAS DE LAS MASACRES COMETIDAS CONTRA MIEMBROS DE LA 
UNIÓN PATRIÓTICA EN ANTIOQUIA Y META 
 
 
Cuadro 1. Algunas de las masacres cometidas en Antioquia y Meta contra 
personas que pertenecían a la Unión Patriótica 
 
 
Año Antioquia Meta 

1986 En el mes de abril hubo una 
masacre en Turbo. 

Hubo una masacre en El 
Castillo 

1987 En noviembre una masacre en 
Medellín. 

 

1988 Una masacre en Currulao en 
marzo.  
Una masacre en San Rafael 
en junio. 
Una masacre en Tarazá en 
septiembre. 
Una masacre en Segovia en 
noviembre. 
Una masacre en Valdivia en 
diciembre. 

Una masacre en Vistahermosa 
en febrero.  
Una masacre en Villavicencio 
en mayo.   

1989 Una masacre en Segovia en 
julio.  
Una masacre en Valdivia en 
julio.  

Una masacre en Puerto López 
en enero.  

1990 Una masacre en Turbo en 
febrero.  
Una masacre en Chigorodó en 
marzo.  
Una masacre en Apartadó en 
marzo. 
Una masacre en Chigorodó en 
mayo.  
Una masacre en Apartadó en 
mayo.  

Una  masacre en El Castillo en 
febrero.  

1993 Asesinadas 129 personas en 
zonas de Urabá. 

 

1994 Masacre de 35 personas en el 
barrio La Chinita en enero.  

 

 
Fuente: ORTÍZ PALACIOS, Iván Darío. Genocidio político contra la Unión Patriótica: nuevas 
miradas para nuevas lecturas. Bogotá: National Graphics Ltda, para la Universidad Nacional de 
Colombia. Agosto de 2006. ISBN: 958-701-717-X. P. 82, 83 y 84.  

 
 
Como puede verse en los departamentos de Antioquia y Meta, los militantes, 
simpatizantes de la Unión Patriótica fueron muy perseguidos, sobretodo porque en 
estos departamentos existían numerosas personas pertenecientes a este partido y 
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se había consolidado como una opción política. Tanto es así que para el año 1992 
en las elecciones en Antioquia, consiguieron las alcaldías de Apartadó, Turbo, 
Chigorodó, Mutatá y Murindó, con lo que aumentó el número de asesinatos31.  
 
 
1.7  ASESINATOS Y DESAPARICIONES DE MILITANTES Y SIMPATIZANTES 
DE LA UNIÓN PATRIÓTICA EN EL PERÍODO COMPRENDIDO ENTRE 1984 Y 
1997 EN EL VALLE DEL CAUCA 
 
 
Cuadro 2. Asesinatos y desapariciones de militantes de la Unión Patriótica en el 
período comprendido entre 1984 y 1997 en el Valle del Cauca 
 
 

Municipio Nombre Actividad Tipo de crimen Presuntos 
responsables 

Yumbo Rafael Arturo 
Alfaro 

Activista Masacre 
1/6/85 

Paramilitares 

Yumbo Gustavo Adolfo 
Santos 

Activista Masacre 
1/6/85 

Paramilitares 

Yumbo Álvaro Rodríguez  Activista Masacre 
1/6/85 

Paramilitares 

Jamundí Alias Alberto  Activista electoral 
FARC según 
Acuerdos de Paz 

Asesinato 
2/28/85 

Ejército 

Jamundí Alias Silvio Activista electoral 
FARC según 
Acuerdos de Paz 

Asesinato 
2/28/85 

Ejército 

Yumbo José Bernardo 
Díaz 

Militante Masacre 
4/4/85 

Paramilitares 

Yumbo Ramón Zapata 
Muriel 

Militante Masacre 
4/4/85 

Paramilitares 

Yumbo Rolando Vallejo 
Dominguez 

Militante Masacre Paramilitares 

Vereda 
Carbonera, 
municipio de 
Pradera 

Benjamín 
Quiguana 

Indígena 
simpatizante 

Desaparecido 
5/1/85 

Ejército 

Yumbo  Jhon Jairo Baena  Activista Asesinato 
5/6/85 

Paramilitares 

Sagaroza, 
Buenaventura 

Omar Ramos Dirigente UP Asesinato 
5/11/85 

Paramilitares 

Yumbo William Parra Simpatizante Asesinato 
8/4/85 

Paramilitares 

Buenaventura  Guastamal 
Carlosama 

Dirigente 
indígena y 
militante 

Asesinato 
8/16/85 

Paramilitares 

                                                           
 
31  Ibid., p. 82-84.  
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Yumbo Luis Hernán 
España 

Simpatizante Asesinato 
8/21/85 

Policía 

Yumbo  Jesús Antonio 
Quintero 

Simpatizante Asesinato 
8/28/85 

Paramilitares 

Florida Carlos Bernal Dirigente 
comunista 

Asesinato 
9/5/85 

Paramilitares 

Cali  Pablo Caicedo 
Siachoque 

Educador y 
miembro del 
Comité Regional 
del Partido 
Comunista 
Colombiano 
(PCC) 

Desaparecido  
9/14/85 

Ejército 

Cali  Marco Fidel 
Castro 

Educador y 
dirigente 

Desaparecido  
9/14/85 

Ejército 

Yumbo Luis Alberto 
Grisales  

Militante  Asesinato  
9/15/85 

Ejército 

Obando Alberto Álvarez Simpatizante Asesinato 
9/23/85 

Ejército 

Obando Luis Alfonso 
García 

Presidente Junta 
Patriótica UP 

Asesinato 
9/24/85 

Grupo Ricardo 
Franco 

Obando Alfonso Garzón Dirigente UP Asesinato 
9/24/85 

Paramilitares 

Obando Jesús Velásquez 
Mejía 

Militante Desaparecido 
9/24)85 

No figura 
responsable 

Yumbo Dionisio Hernán 
Calderón 

Presidente 
Sindicato 
Trabajadores 
Obras Públicas 
Yumbo – 
Dirigente  
Regional Partido 
Comunista 

Asesinato  
9/29/85 

Militares – 
Paramilitares  

La Victoria  Marco Tulio N. Presidente Junta 
UP La Victoria  

Asesinato 
9/30/85 

Ejército 

No registra lugar- 
Valle del Cauca 

Manuel López 
Ospina 

Campesino Asesinato 
11/8/85 

Ejército 

Cali Pablo Caicedo Dirigente JUCO 
Valle 

Desaparecido 
11/19/85 

Policía – DAS  

Obando Héctor Calvo Campesino - 
Activista 

Asesinato 
1/1/86 

Paramilitares 

Yumbo Carlos Enrique 
Martínez 

Militante Asesinato 
1/12/86 

Paramilitares 

Yumbo José Ángel Motta Militante Asesinato 
1/12/86 

Paramilitares 

Yumbo Alberto Valencia 
Bustos 

Activista Asesinato 
1/24/86 

Paramilitares 

Yumbo José Luis Prado Militante Asesinato 
1/25/86 

Paramilitares 

Yumbo Carmen Rosa 
García 

Activista Asesinato 
1/26/86 

Paramilitares 

Yumbo Javier Peña Vida Activista Asesinato 
2/3/86 

Paramilitares 
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Jamundí Ángel Gabriel 
Patiño 

Activista Desaparición 
2/9/86 

Ejército 

Jamundí  Jorge Troches Candidato por la 
UP al Concejo de 
Jamundí 

Desaparición  
2/9/86 

Ejército 

Yumbo Luis Carlos 
Henriquez 

Simpatizante Asesinato 
2/10/86 

Paramilitares 

Yumbo Carlos 
Campusano 
Álvarez 

Activista Asesinato 
2/22/86 

Paramilitares 

Yumbo Miguel Ángel 
Martínez 

Activista Asesinato 
2/22/86 

Paramilitares 

Yumbo Carlos Enrique 
Peralazo 

Activista Asesinato 
2/22/86 

Paramilitares 

Yumbo Gloria Delgado 
Ortiz 

Activista Asesinato 
3/18/86 

Paramilitares 

Yumbo Eliel Salazar  Empleado 
municipal 
militante 

Asesinato 
3/24/86 

Paramilitares 

Yumbo Ancizar Medina Militante Asesinato 
2/24/86 

Paramilitares 

Cali José Cardona 
Hoyos 

Dirigente UP Asesinato 
5/8/76 

Paramilitares 

Florida Hilario Valencia Activista Asesinato 
6/2/86 

Paramilitares 

Florida José Domingo 
Terapues 

Indígena 
dirigente sindical 
azucarero 

Asesinato 
6/2/86 

Paramilitares 

Yumbo Jorge Enrique 
Hoyos 

Militante JUCO Asesinato 
7/23/86 

Paramilitares 

Vereda 
Cominales, 
Sevilla  

Óscar Jaramillo 
Marín 

Dirigente agrario, 
Presidente de la 
UP 

Asesinato 
10/8/86 

Paramilitares 

Buenaventura José Manuel 
Cervelión Mirillo 

Dirigente Partido 
Comunista 
Colombiano y 
sindical de 
Puertos de 
Colombia 

Asesinato 
11/9/86 

Paramilitares 

Sevilla Alberto Delgado 
Díaz 

Sociólogo, 
Dirigente UP 

Asesinato 
11/23/86 

Paramilitares 

Corregimiento 
San Antonio, 
Jamundí 

Arcesio Flor  Dirigente 
indígena  

Asesinato 
6/22/87 

Policía de Cali, 
Valle 

Cali Luis Giovani 
Mejía López 

Simpatizante Desaparecido 
10/9/87 

Paramilitares 

Buenaventura Olga Bernal  Educadora y 
militante 

Desaparición  
1/7/88 

Paramilitares 

Cartago  Augusto Muñoz 
Castrillón 

Simpatizante y 
Presidente de la 
Subdirectiva del 
Sindicato de 
Caña de Azúcar 

Asesinato  
4/22/88 

Sicarios 
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Florida Wilson Ulcué 
Valencia 

Dirigente PCC Asesinato 
10/12/88 

Paramilitares 

Vereda El Pomo, 
El Cerrito  

José María Davis Militante Asesinato 
1/12/89 

Paramilitares 

Palmira  Jorge E. Agudelo 
Bermúdez 

Activista Asesinato 
2/23/89 

Paramilitares 

Cali Jorge Eliécer 
Pérez Herrera 

Concejal de Cali Asesinato 
6/22/90 

Paramilitares  

Sevilla Luis Ernesto 
García 

Activista Asesinato 
8/15/90 

Sicarios 

Sevilla Teodomiro 
Carrillo 

Militante Asesinato 
8/15/90 

Paramilitares 

Sevilla Luis Enrique Ruiz Militante Asesinato 
8/15/90 

Paramilitares 

Sevilla Ángel Sicarone Militante Asesinato 
8/15/90 

Paramilitares 

Sevilla José Evelio 
Jaramillo 

Dirigente Agrario 
y militante de la 
UP 

Asesinato 
8/15/90 

Paramilitares 

Sevilla Ricardo Suárez Inspector de 
Policía, 
Corregimiento de 
Canoas, 
Dirigente UP 

Asesinato 
12/3/90 

Paramilitares 

Jamundí Noel Edison 
Ramírez 

Inspector de 
Policía del 
Corregimiento de 
La Iberia 

Desaparición 
6/17/91 

Paramilitares  

Cali Carmen Elisa 
Pereira 

Activista Asesinato 
4/16/92 

Paramilitares 

Cali Amparo Torres 
Victoria 

Presidenta 
Sindicato 
Universidad de 
Cali, Militante del 
PCC y la UP 

Desaparición  
10/12/92 

Paramilitares 

Cali Ramón Alberto 
Díaz 

Presidente 
Sindicato de 
Base de 
Cementos Valle  

Asesinato 
8/10/96 

Sicarios 

Cali Julio César 
Román 

Distribuidor de 
Voz y Militante 
del PCC 

Asesinato 
7/26/97 

Paramilitares 

 
Fuente: ROMERO OSPINA, Roberto. Unión Patriótica. Expedientes contra el olvido. Bogotá: 
Espacio Creativo Impresores S.A.S. ISBN: 978-958-8411-39-2.  P. 23-138. Disponible en Internet: 
http://es.scribd.com/doc/68373112/Extractos-historicos-de-la-vida-de-la-Union-Patriotica-de-
Colombia-Libro-Memorias-en-Baja-1 {Consulta: 14 julio de 2012}.  

 
 
En el Cuadro No. 2, se puede apreciar que fueron 26 personas provenientes de 
Yumbo, las que fueron asesinadas y desaparecidas, la mayor parte por 
paramilitares en el período comprendido de 1984 a 1997. Siendo el municipio con 

http://es.scribd.com/doc/68373112/Extractos-historicos-de-la-vida-de-la-Union-Patriotica-de-Colombia-Libro-Memorias-en-Baja-1
http://es.scribd.com/doc/68373112/Extractos-historicos-de-la-vida-de-la-Union-Patriotica-de-Colombia-Libro-Memorias-en-Baja-1
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mayor número de militantes y simpatizantes de la UP en el Valle, que sufrieron 
persecución por su ideología política, dado que por ser el municipio industrial del 
Valle del Cauca, ha sido cuna de sindicatos y sindicalistas, que han tenido casi 
siempre en el país tendencias de izquierda, que no han sido muy bien recibidas 
por los mandatos de turno.   
 
 
1.8  ASPECTOS PRINCIPALES DEL SURGIMIENTO DE LA UP COMO 
PARTIDO POLÍTICO32 
 
 
1.8.1  Gana reconocimiento como proyecto político nacional. Entra en el 
parlamento del bipartidismo, gana elecciones en varios municipios pequeños como 
gobierno local y además obtiene reconocimiento internacional. Surge como una 
alternativa al bipartidismo establecido. Lo que de todas formas ha servido como 
base, para que posteriormente en Bogotá y en el Valle del Cauca haya ganado la 
izquierda representada en el Polo Democrático Alternativo la alcaldía y 
gobernación respectivamente. 
 
 
1.8.2  La experiencia de la UP sirvió para demostrar que los partidos de 
izquierda tenían democracia. A raíz de la caída del Socialismo, cuando llegó el 
desplome de la Unión Soviética, se pasó a hablar de un socialismo con 
democracia, con la participación de los trabajadores en las decisiones primordiales 
de un país y la idea de  “apertura y tolerancia” buscando resolver los 
antagonismos sociales.  
 
 
1.8.3  Creció la unidad de amplios movimientos sociales. Por ejemplo, la 
Central Unitaria de Trabajadores se fortaleció en la difícil vida política y surgieron 
dirigentes como Luis Eduardo Garzón, que fue alcalde de Bogotá y Angelino 
Garzón que fue Gobernador del Valle del Cauca y es el actual Vicepresidente de 
la República; convirtiéndose en personalidades de la democracia representativa. 
Las juntas comunales tomaron ideas políticas y sociales diferentes a las de los 
partidos tradicionales (liberal y conservador).  
 
 
 
 

                                                           
 
32  CORENA PARRA, Jaime. Enseñanzas de la Unión Patriótica colombiana y los Diálogos de La 
Habana y Oslo. Septiembre 10 de 2012. La Vela de Coro. Disponible en Internet: 
http://www.es.lapluma.net/images/stories/documents_periodicos_app/ENSE%C3%91ANZAS_DE_
LA_UP_%20Y_LOS_DIALOGOS_DE_LA_%20HABANA_Y_OSLO.pdf  {Consulta: 29 septiembre 
de 2012}.   

http://www.es.lapluma.net/images/stories/documents_periodicos_app/ENSE%C3%91ANZAS_DE_LA_UP_%20Y_LOS_DIALOGOS_DE_LA_%20HABANA_Y_OSLO.pdf
http://www.es.lapluma.net/images/stories/documents_periodicos_app/ENSE%C3%91ANZAS_DE_LA_UP_%20Y_LOS_DIALOGOS_DE_LA_%20HABANA_Y_OSLO.pdf
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2.  ASPECTOS DE LOS CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD Y 
ANÁLISIS DEL GENOCIDIO DE LA UP COMO UN 

CRIMEN DE LESA HUMANIDAD 
 
 
2.1  CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD  
 
 
Se define como los  “actos inhumanos, tales como el asesinato, el exterminio, la 
esclavitud, la deportación o las persecuciones contra cualquier población civil por 
motivos sociales, políticos, raciales, religiosos o culturales, perpetrados por las 
autoridades de un Estado o por particulares que actúen por instigación de dichas 
autoridades o con su tolerancia”33. Modernamente el concepto sobre crímenes de 
lesa humanidad se encuentra en el artículo 7º del Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional, que manifiesta: “son cualquiera de los actos siguientes 
cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una 
población civil y con conocimiento de dicho ataque…”34 y comprende varias 
conductas tipificadas en él.  
  
 
Por otra parte, con la Constitución de 1991, el Estado colombiano reconoce las 
normas del Derecho Internacional Humanitario, como normas Jus Congens  
(normas de imperativo cumplimiento) que hacen parte del Bloque de 
Constitucionalidad según el artículo 93 de la Carta Política que dice:  
 
 
 Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 

derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen 
en el orden interno.  

 
 Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con 

los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia.  
 
 El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en 

los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la 
Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar 
este tratado de conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución.  

 
 La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto de 

Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos 

                                                           
 
33  ASAMBLEA GENERAL. Documentos oficiales. Noveno Período de sesiones. Suplemento No. 9 
(A/2693 y corr. 1), p. 10-11. En: EQUIPO NIZKOR, Colombia Nunca Más, Op. Cit.  
 
34  ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL. Julio 17 de 1998. Artículo 7º, 
p. 4. Disponible en Internet: http://www.derechos.net/doc/tpi.html {Consulta: 5 junio de 2011}.  

http://www.derechos.net/doc/tpi.html
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exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él. 
Modificado por el Acto Legislativo 1/2001. Fueron agregados los incisos 3º y 4º35.  

 
 
En otras palabras, establece que prevalezca en el orden interno determinados 
contenidos de tratados de derechos humanos que ha ratificado Colombia. Este 
bloque de acuerdo con la Sentencia C-225 de 18 de mayo de 1995 está 
compuesto por:   
 
 
 … Aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 

constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las 
leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías 
y por mandato de la propia Constitución.  Son pues verdaderos principios y reglas de valor 
constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional, a pesar de que 
puedan a veces contener mecanismos de reforma diversos al de las normas del articulado 
constitucional stricto sensu36. 

 
 
Pero, para el caso del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, según 
Sentencia C-290 de abril 18 de 2012: 
 
 
 No todo el Estatuto de Roma hace parte del bloque de constitucionalidad. La Corte 

Constitucional ha estimado que no todo el texto del Estatuto de Roma hace parte del 
bloque de constitucionalidad, lo cual no obsta para que algunos de sus artículos sí lo 
conformen. En tal sentido, de manera puntual, han sido tomados como parámetros para 
ejercer el control de constitucionalidad las siguientes disposiciones: el Preámbulo (C-928 
de 2005); el artículo 6, referido al crimen de genocidio (C- 488 de 2009); artículo 7, 
relacionado con los crímenes de lesa humanidad (C- 1076 de 2002); artículo 8, mediante 
el cual se tipifican los crímenes de guerra (C- 291 de 2007, C-172 de 2004 y C- 240 de 
2009); el artículo 20, referido a la relativización del principio de la cosa juzgada (C- 004 de 
2003 y C- 871 de 2003), al igual que los artículos 19.3, 65.4, 68, 75 y 82.4, concernientes 
a los derechos de las víctimas (C- 936 de 2010). En consecuencia, la Corte ha preferido 
determinar, caso por caso, qué artículos del Estatuto de Roma, y para qué efectos, hacen 
parte del bloque de constitucionalidad37. 

 
 
Por otra parte, para la época en que se iniciaron los diálogos de paz, el presidente 
Betancur constituyó por medio del Decreto 2711 de septiembre 19 de 1982 una 

                                                           
 
35  CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 1991. Vigésima tercera edición, 2010. Legis 
Editores. Artículo 93.   
 
36  CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit.  Sentencia C-225 de mayo 18 de 1995.  M. P. Alejandro 
Martínez Caballero.  
 
37  Ibid. Sentencia C-290 de abril 18 de 2012. M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto.  
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Comisión de 40 miembros de diferentes corrientes políticas y sociales, para que 
trazara las líneas de acción de la misma.  
 
 
Igualmente, se expidió la Ley 35 de noviembre 19 de 1982, por la cual se decretó 
una amnistía  (rebelión, sedición o asonada y los conexos) y decretos (Nos. 3286, 
3287, 3288, 3289 y 3290 de noviembre 20 de 1982), como normas destinadas 
para restablecer y preservar la paz.  Esta Ley estableció una serie de medidas 
para conseguir la reincorporación de los combatientes guerrilleros mediante 
programas de tierras, vivienda, crédito y microempresas, salud y educación.  
 
 
Asimismo, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, en su artículo 7º., 
consagra los crímenes de lesa humanidad:  
 
 
 1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "crimen de lesa humanidad" 

cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque:  

 
 a) Asesinato;  
 
 b) Exterminio;  
 
 c) Esclavitud;  
 
 d) Deportación o traslado forzoso de población;  
 
 e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas 

fundamentales de derecho internacional;  
 
 f) Tortura;  
 
 g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización 

forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable;  
 
 h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos 

políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el 
párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al 
derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo 
o con cualquier crimen de la competencia de la Corte;  

 
 i) Desaparición forzada de personas;  
 
 j) El crimen de apartheid;  
 
 k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes 

sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física.  
 
 2. A los efectos del párrafo 1:  
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 a) Por "ataque contra una población civil" se entenderá una línea de conducta que 

implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población 
civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización de cometer esos 
actos o para promover esa política;  

 
 b) El "exterminio" comprenderá la imposición intencional de condiciones de vida, la 

privación del acceso a alimentos o medicinas entre otras, encaminadas a causar la 
destrucción de parte de una población;  

 
 c) Por "esclavitud" se entenderá el ejercicio de los atributos del derecho de propiedad 

sobre una persona, o de algunos de ellos, incluido el ejercicio de esos atributos en el 
tráfico de personas, en particular mujeres y niños;  

 
 d) Por "deportación o traslado forzoso de población" se entenderá el desplazamiento de 

las personas afectadas, por expulsión u otros actos coactivos, de la zona en que estén 
legítimamente presentes, sin motivos autorizados por el derecho internacional;  

 
 e) Por "tortura" se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos graves, ya sean 

físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o control; sin 
embargo, no se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven 
únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas;  

 
 f) Por "embarazo forzado" se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la que se ha 

dejado embarazada por la fuerza, con la intención de modificar la composición étnica de 
una población o de cometer otras violaciones graves del derecho internacional. En modo 
alguno se entenderá que esta definición afecta a las normas de derecho interno relativas 
al embarazo;  

 
 g) Por "persecución" se entenderá la privación intencional y grave de derechos 

fundamentales en contravención del derecho internacional en razón de la identidad del 
grupo o de la colectividad;  

 
 h) Por "el crimen de apartheid" se entenderán los actos inhumanos de carácter similar a 

los mencionados en el párrafo 1 cometidos en el contexto de un régimen institucionalizado 
de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre uno o más grupos raciales 
y con la intención de mantener ese régimen;  

 
 i) Por "desaparición forzada de personas" se entenderá la aprehensión, la detención o el 

secuestro de personas por un Estado o una organización política, o con su autorización, 
apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a informar sobre la privación de libertad o 
dar información sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intención de 
dejarlas fuera del amparo de la ley por un período prolongado.  

 
 3. A los efectos del presente Estatuto se entenderá que el término "género" se refiere a los 

dos sexos, masculino y femenino, en el contexto de la sociedad. El término "género" no 
tendrá más acepción que la que antecede38.  

 
 
 

                                                           
 
38 ESTATUTO DE ROMA, Op. Cit. Artículo 7º, p. 4-6.  
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2.2  ELEMENTOS QUE CONFORMAN LOS CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD 
 
 
El artículo 7º de la Corte Penal Internacional contextualiza las distintas conductas 
que son consideradas crímenes de lesa humanidad, siendo sus elementos:  
 
 
a) Ataque contra una población civil. 
 
 
b) Ataque generalizado o sistemático 
 
 
2.2.1 Ataque contra una población civil. El Estatuto de Roma en el artículo 7º, 
numeral 2, literal a) define ataque a población civil como “una línea de conducta 
que implique la comisión múltiple de actos (…) contra una población civil, de 
conformidad con una política de un Estado o de una organización de cometer ese 
ataque o para promover esa política”. Esta definición se desglosa así: 
 
 

• Línea de conducta 
 
 
Tiene una manera específica de actuar el ataque, esto es, que no son aislados los 
actos, son sistemáticos, siguen un patrón de comportamiento; no es necesario que 
sean ataques militares “sino que en tal concepto se incluyen también medios más 
bien pacíficos o no violentos, como la imposición de un sistema de apartheid. Y, a 
la inversa, una operación militar no es necesariamente un ataque, a menos que se 
dirija contra la población civil”39. De todas maneras, las conductas no 
precisamente están unidas a actos hostiles ni cometidos en el marco de un 
conflicto armado.   
 
 

• Comisión múltiple de actos 
 
 
Aunque no existe una definición de cómo debe ser esta comisión, debe tratarse de 
actos variados por parte del autor o autores, en que no depende de la cantidad de 

                                                           
 
39 AMBOS, Kai. Los crímenes del nuevo derecho penal internacional. Bogotá: Ediciones Jurídicas 
Gustavo Ibáñez, 2004, p. 51. En: CORPORACIÓN SISMA MUJER. Área de Acceso a la Justicia. 
Crímenes de lesa humanidad, violencia sexual y justicia de género en Colombia. Abril de 2011. P. 
7. Disponible en Internet: 
http://www.sismamujer.org/sites/default/files/publicaciones/SISMA%20MUJER%20VSX%20CRIME
N%20LESA%20HUMANIDAD.pdf {Consulta: 25 agosto de 2012}.  

http://www.sismamujer.org/sites/default/files/publicaciones/SISMA%20MUJER%20VSX%20CRIMEN%20LESA%20HUMANIDAD.pdf
http://www.sismamujer.org/sites/default/files/publicaciones/SISMA%20MUJER%20VSX%20CRIMEN%20LESA%20HUMANIDAD.pdf
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autores sino del resultado. El citado autor Kai, explica este planteamiento con los 
ejemplos siguientes:    
 
 
 Un solo autor o diversos autores que actúan en una o varias ocasiones pueden cometer 

muchísimos actos. Si un escuadrón de la muerte mata a los miembros de la oposición 
política durante un tiempo prolongado, sus miembros perpetran múltiples asesinatos con 
diversos actos en diferentes momentos. De igual modo, en cuanto al significado del 
“ataque”, aunque un autor arroje una bomba a una multitud o envenene el agua potable de 
una aldea y asesine a muchas personas mediante un único acto, los múltiples asesinatos 
constituyen una “comisión múltiple de actos”. Asimismo, si un grupo terrorista estrella su 
avión en un edificio civil y con ello causa la muerte de varias personas, sus miembros 
cometen múltiples asesinatos con un solo acto40. 

 
 

• Contra la población civil  
 
 
Se refiere a que el ataque es colectivo e indiscriminado, sin que quiera decir que 
tengan estar afectada toda la población. Al respecto el mencionado autor Kai ha 
señalado: “[e]l elemento “población”, por tanto, requiere sencillamente que exista 
una multiplicidad de víctimas y, por consiguiente, significa exactamente lo mismo 
que el elemento ataque (generalizado o sistemático); a saber, que no es un crimen 
contra la humanidad el crimen aislado que no forma parte de un ataque en contra 
de una multiplicidad de víctimas”41. Entendiéndose que la noción civil de población 
hace referencia a un concepto amplio en que “los integrantes miembros de una 
población civil son personas que no toman parte activa en ninguna en las 
hostilidades (sic), y ahí pueden quedar comprendidos los miembros de las fuerzas 
armadas que depusieron sus armas y las personas que ya no participan en el 
combate por enfermedad, heridas, arrestos o cualquier otra causa”42. 
 
 
De igual manera, los crímenes de lesa humanidad no están ceñidos únicamente a 
la existencia de un conflicto armado, ya que se debe analizar la situación 
específica de las víctimas sin importar su estatus formal como civil. La población 
civil no se diferencia entre combatientes o no combatientes, se toma en cuenta es 
la población entendida como un conjunto de individuos. Básicamente exige que el 
ataque sea contra la población en sí misma, no importa si es un conflicto armado o 

                                                           
 
40  Ibid. En: Ibid., p. 7.   
 
41  AMBOS. Op. Cit., Tema de Derecho Penal internacional y europeo. Madrid: Marcial Ponds. 
Ediciones Jurídicas y Sociales. P. 189. En: Ibid., p. 7.   
 
42  Ibid., Caso Akayesu, p. 193. En: Ibid., p. 7.   
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acciones guerreras entre combatientes, lo que vale es que sea directamente 
contra la población identificada como objetivo por los perpetradores. 
 
 

• De conformidad con una política 
 
 
Quiere decir, que no se toman en cuenta crímenes aislados y/o fortuitos, sino que 
deben de tener un fin con actividades que hagan parte de un plan organizado y 
con un propósito premeditado de cometer el ataque. El autor Kai, dice al respecto: 
“[e]l requisito de que el ataque deba cometerse en contra de una `población civil´ 
exige inevitablemente algún tipo de plan y el elemento discriminatorio del ataque, 
por su misma naturaleza, sólo es posible como consecuencia de una política”43. Es 
indispensable que lleve una política que demuestre lo sistemático del ataque, por 
cuanto “cualquier tipo de conducta sistemática, por insignificante que sea, requiere 
un grado de organización que, a su vez, necesita un plan de acción y una entidad 
suficientemente poderosa para ponerlo en marcha. Así, el elemento del `ataque 
sistemático´ implica en realidad y de manera inevitable, un elemento de 
planeación”44. No obstante, que sea un ataque generalizado debe llevar una línea 
de conducta cuyo objetivo sea agredir a la población y con su comportamiento 
afecte  múltiples víctimas como lo afirma la Sala de Cuestiones Preliminares I de 
la Corte Penal Internacional, en el caso de Germain Katanga y Mathieu Ngudjolo:  
 
 
 En el contexto de un ataque generalizado, la exigencia de una política de la organización 

de conformidad con el artículo 7 (2) (a) del Estatuto se asegura de que el ataque, incluso 
si se lleva a cabo en un área geográfica grande o contra un gran número de víctimas, 
debe estar bien organizado y seguir un patrón regular. También debe llevarse a cabo en 
cumplimiento de una política común con recursos públicos o privados. Esta política se 
puede hacer ya sea por grupos de personas que gobiernan un territorio específico o por 
cualquier organización con la capacidad para cometer un ataque generalizado o 
sistemático contra una población civil. La política no tiene por qué ser explícitamente 
definida por el grupo. En efecto, un ataque que se planea, dirige y organiza - en 
contraposición a los actos espontáneos o aislados de violencia - cumplirá este criterio45. 

 
 
De la misma forma, esta política “en circunstancias excepcionales, podría 
ejecutarse por medio de una omisión deliberada de actuar y que apuntase 
conscientemente a alentar un ataque de ese tipo. La existencia de una política de 

                                                           
 
43  Ibid., Caso Kayishema, p. 198. En: Ibid., p. 8.  
 
44  Ibid., p. 199. En: Ibid., 9.   
 
45 CORTE PENAL INTERNACIONAL. Decisión de confirmación de cargos de Katanga y Ngudjolo, 
ICC-01/04-01/07, párrafo 397. En: Ibid., p, 9.   
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ese tipo no se puede deducir exclusivamente de la falta de acción del gobierno o 
la organización”46. Esto es, que no es necesario que el Estado o la organización 
tengan una política activa para que exista el crimen de lesa humanidad, y como 
sugiere el autor Kai con respecto al artículo 7(2) (a) debe ser interpretado de forma 
restringida, “en el sentido de que no exige una política activa por parte del Estado 
o de alguna organización para fomentar y/o estimular los crímenes, sino que sea 
suficiente que los tolere”47 y cuando se refiera a crímenes realizados en el marco 
de un ataque generalizado. De esa forma, el acto criminal que hace parte de un 
ataque deberá tener una política activa o igual a la omisión deliberada de actuar, 
para así constituirse en el elemento vinculante de las conductas del Estado o de la 
organización que lleva a cabo el ataque.  
 
 

• Estado u organización 
 
 
En la definición del Estatuto no está limitada solo a una entidad estatal, puede ser 
que un grupo u organización tenga una política específica destinada a la comisión 
del ataque, y se identifique con los actos que se describen en el Estatuto. Incluso 
la jurisprudencia internacional se ha referido así: “[l]a concepción tradicional no 
establecía únicamente que la política debía existir sino que además debía venir de 
un Estado (…). Sobre este asunto el derecho relativo a los crímenes de lesa 
humanidad ha evolucionado de tal forma que toma en cuenta las fuerzas que, 
aunque no pertenezcan a un gobierno legítimo, ejercen un control de facto sobre 
un territorio particular o se desplazan libremente”48. O la política puede ser 
realizada por “grupos de personas que gobiernan un territorio específico o por 
cualquier organización con la capacidad para cometer un ataque generalizado o 
sistemático contra una población civil”49.  
 
 
Con buen criterio, la jurisprudencia internacional considera que la organización  
que lleve a cabo un ataque debe tener definido un mando responsable y un 
sistema de disciplina, mediante el cual se pueda planear y realizar las operaciones 

                                                           
 
46  ELEMENTOS DE LOS CRÍMENES. Artículo 7º, Introducción, nota de pie de página 6. En: Ibid., 
p. 10. 
 
47  AMBOS, Op. Cit. En: Ibid., p. 10.  
 
48  SALA DE PRIMERA INSTANCIA EN EL CASO CONTRA TADIC.  (El Fiscal contra Tadic, 1997), 
párrafo 654. En: Ibid., p. 11.   
 
49  CORTE PENAL INTERNACIONAL. ICC-01/04-01/07. SALA DE CUESTIONES 
PRELIMINARES. En el caso contra Germain Katanga y Mathieu Ngudjolo Chui de la República 
Democrática del Congo. Párrafo 396. En: Ibid., p. 11.  
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al menos de control sobre una parte del territorio y que exista la jerarquía entre 
comandantes y subordinados50. 
 
 
2.2.2  Ataque generalizado o sistemático. Se puede manejar bajo un enfoque 
alternativo que sólo puede ser generalizado o solo sistemático. Tal como la Corte 
Penal Internacional lo dice en el caso de Jean-Pierre Bemba Gombo: “que los 
términos ´generalizado´ y ´sistemático´ que aparecen en el cuerpo del artículo 7 
del Estatuto son presentados alternativamente. La Sala considera que si se 
encuentra que un ataque es generalizado, no necesariamente el ataque fue 
también sistemático”51. Mientras que el enfoque acumulativo se fundamenta en el 
literal a), párrafo 2 del artículo 7º del Estatuto de Roma, en el que están definidos 
los elementos del ataque contra la población civil. De todas formas, todo acto que 
se cometa en el marco de un ataque para ser considerado un crimen de lesa 
humanidad, deberá ser como resultado directo de la política de la organización; 
así sea un ataque generalizado es necesario encontrar el patrón de 
comportamiento que afecta a las múltiples víctimas. Pero, si son actos aislados, no 
se consideran delitos de lesa humanidad: “en esencia, el factor político sólo exige 
que se excluyan los actos casuales de los individuos que actúan solos, 
aisladamente y sin que nadie los coordine. Tales hechos delictivos comunes, aun 
si se cometen a una escala generalizada, no constituyen crímenes contra la 
humanidad, si no son tolerados, por lo menos por algún Estado o una 
organización”52.  
 
 
a. Ataque generalizado 
 
 
La Corte Penal Internacional en el caso de Jean Pierre Bemba Gombo, pensó que 
el término generalizado  “contiene una gran escala de ataques, los cuales deben 
ser masivos, frecuentes, llevados a cabo colectivamente de gravedad considerable 
y dirigidos contra una multiplicidad de víctimas. Esto implica un ataque llevado a 
cabo sobre una gran área geográfica o un ataque en una pequeña área pero 
dirigida contra un gran número de civiles”53. Además, en el ataque generalizado se 

                                                           
 
50  Sala de Cuestiones Preliminares en el caso contra Germain Katanga y Mathieu Ngudjolo Chui 
de la República Democrática del Congo. Corte Penal Internacional, ICC-01/04-01/07. En: Ibid., p. 
11.      
 
51  CORTE PENAL INTERNACIONAL. Op. Cit. Caso Jean Pierre Bemba Gombo. Sentencia de 
decisión y confirmación de cargos. Junio 15 de 2009. Traducción no oficial realizada por la 
Corporación Sisma Mujer. En: Ibid., p. 12.     
 
52  AMBOS, Op. Cit., p. 53. En: Ibid., p. 13.  
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necesita que haya una gran cantidad de víctimas, que bien puede ser por múltiples 
actos o uno solo de  “extraordinaria magnitud”54. Lo importante es que cada uno 
de estos actos que afecten a una o a varias personas tiene que tener una relación 
con la forma de actuar de la misma organización.   
 
 
b. Ataque sistemático 
 
 
El Tribunal Penal Internacional para Ruanda, en el proceso de Kayishema señaló 
que  “un ataque sistemático significa un ataque llevado a cabo en cumplimiento de 
una política o un plan preconcebido”55. En otras palabras, que se  “basa en una 
política o un plan que sirva de guía a los autores individuales respecto al objeto del 
ataque”56. El plan no tiene que ser claro y evidente, basta con que sea una política 
implícita o de facto. El autor Ambos, considera que “lo que constituye el carácter 
sistemático del ataque es la dirección brindada a los perpetradores individuales 
hacia el objeto visualizado para el ataque, es decir, el grupo de víctimas”57.  
 
 
Así pues, en el ataque sistemático se han adoptado distintas acepciones: i) una 
línea de conducta de acuerdo con un plan o política; ii) la naturaleza organizada 
de la comisión de los actos que conforman un plan organizado de acuerdo a un 
patrón de comportamiento; iii) de acuerdo a la línea de actuación de la agresión58. 
 
  
c. Conocimiento del ataque 
 
 
Para ser los actos considerados como crímenes de lesa humanidad, entre los 
elementos señalados en el artículo 7.1 del Estatuto de Roma, finalmente dice que 
sean cometidos con conocimiento del ataque. Es decir, que cualquiera de los 
actos indicados en este artículo, deben ser cometidos en el marco del ataque con 
conocimiento de éste. Así, que se ha afirmado que  “de la especial construcción 
del tipo del crimen contra la humanidad resulta que el autor debe haber reconocido 

                                                                                                                                                                                 
53  CORTE PENAL INTERNACIONAL. Op. Cit. Caso Jean Pierre Bemba Gombo. Sentencia de 
decisión y confirmación de cargos. Junio 15 de 2009. En: Ibid., p. 13.  
 
54   AMBOS, Op. Cit., p. 53. En: Ibid., p. 13.  
 
55   Ibid., p. 132. En: Ibid., p. 14. 
 
56  Ibid., p. 52. En: Ibid., p. 14.  
 
57  Ibid., p. 135. En: Ibid., p. 15.   
 
58  Ibid., p. 15.   
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al menos la orientación político-ideológica especial de su hecho, es decir, debe ser 
consciente en principio de las circunstancias fácticas que hacen de su acción un 
crimen contra la humanidad”59. Esto es, que los autores deben estar conscientes 
de las circunstancias reales en las que realizan el ataque. 
 
 
2.3  LA RESPONSABILIDAD PENAL EN LOS CRÍMENES DE LESA 
HUMANIDAD 
 
 
Se compone de un elemento de intencionalidad y de los grados de participación. 
 
 
2.3.1  Elemento de intencionalidad. El artículo 30 del Estatuto de Roma dice: “1. 
Salvo disposición en contrario, una persona será penalmente responsable y podrá 
ser penada por un crimen de la competencia de la Corte únicamente si actúa con 
intención y conocimiento de los elementos materiales del crimen”. Y para efectos 
de este artículo actúa con intención y conocimiento quien:  
 
 
 2. A los efectos del presente artículo, se entiende que actúa intencionalmente quien:  
 
 a) En relación con una conducta, se propone incurrir en ella;  
 
 b) En relación con una consecuencia, se propone causarla o es consciente de que se 

producirá en el curso normal de los acontecimientos.  
 
 3. A los efectos del presente artículo, por “conocimiento” se entiende la conciencia de que 

existe una circunstancia o se va a producir una consecuencia en el curso normal de los 
acontecimientos. Las palabras “a sabiendas” y “con conocimiento” se entenderán en el 
mismo sentido60.  

 
  
El elemento de intencionalidad que se encuentra en el artículo 30, en los 
Elementos de los Crímenes resulta aplicable siempre y cuando:  
 
 
 - La existencia de la intención y el conocimiento puede inferirse de los hechos y las 

circunstancias del caso.  
 
 - Con respecto a los elementos de intencionalidad relacionados con elementos que 

entrañan juicios de valor, como los que emplean los términos “inhumanos” o “graves”, por 

                                                           
 
59  AMBOS. Op. Cit., p. 83 y ss. En: Ibid., p. 15.   
 
60  ESTATUTO DE ROMA. Op. Cit., artículo 30.   
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ejemplo, no es necesario que el autor haya procedido personalmente a hacer un 
determinado juicio de valor, a menos que se indique otra cosa.  

 
 - Cuando se requiera un elemento de intencionalidad específico, éste aparecerá después 

de la conducta, la consecuencia o la circunstancia correspondiente61.  

 
 
Entonces, la participación se refiere a las formas que se encuentran identificadas 
en los artículos 25 y 28 del Estatuto de Roma en lo que concierne a la 
responsabilidad penal individual y jerárquica.  
 
 
En cuanto al requisito de la conciencia: 
 
 
 No debe interpretarse en el sentido de que requiera prueba de que el autor tuviera 

conocimiento de todas las características del ataque ni de los detalles precisos del plan o 
la política del Estado o la organización. En el caso de un ataque generalizado o 
sistemático contra una población civil que esté comenzando, la cláusula de intencionalidad 
del último elemento indica que ese elemento existe si el autor tenía la intención de 
cometer un ataque de esa índole62. 

 
 
Refiriéndose a este conocimiento la Sala de Cuestiones Preliminares en el caso 
Katanga y Ngudjolo:  
 
 
 Este conocimiento `no debe interpretarse como que requiera la prueba de que el autor 

tuviera conocimiento de todas las características del ataque ni de los detalles precisos del 
plan o la política del Estado o la organización.´ Cabe señalar que los tribunales ad hoc han 
entendido esta frase en el sentido de que el autor haya tenido conocimiento de que hubo 
un ataque contra una población civil, y que sus actos fueron parte de ese ataque”.  

  
 402. Por lo tanto, a juicio de la Sala, el conocimiento del ataque y la conciencia del autor 

de que su conducta era parte de tales ataques pueden deducirse de las pruebas 
circunstanciales, tales como: la posición del acusado en la jerarquía militar, que asuma un 
papel importante en la campaña criminal, su presencia en la escena de los crímenes, sus 
referencias a la superioridad de su grupo sobre el grupo enemigo, y el ambiente histórico y 
político en el que ocurrieron los hechos63.  

 
 

                                                           
 
61  Ibid., p. 17.  
 
62  Ibid., p. 17.   
 
63  CORTE PENAL INTERNACIONAL. Op. Cit., ICC-01/04-01/07, párr. 402. Sala de Cuestiones 
Preliminares en el caso contra Germain Katanga y Mathieu Ngudjolo Chui de la República 
Democrática del Congo.  En: Ibid., p. 18.   
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Por consiguiente, es necesario acreditar que el victimario tenía pleno conocimiento 
del ataque dirigido en contra de la población civil, y además estaba enmarcada en 
la misma política bajo una organización para declarar la responsabilidad por un 
crimen de lesa humanidad, sin que haya la necesidad de la conciencia y la 
intención en lo concerniente a las características del ataque.  
 
 
2.3.2  Grados de participación. De acuerdo con la doctrina, los juicios de Manila 
fueron los primeros en establecer los lineamientos de la responsabilidad penal de 
los superiores y continuaron evolucionando hasta llegar a los Tribunales de Ex-
Yugoslavia y Ruanda64. Después surgió el Estatuto de Roma con sus artículos 25 
y 28. En cuanto a la responsabilidad penal individual el artículo 25 del Estatuto de 
Roma establece que ante la comisión de un crimen que sea de competencia de la 
Corte Penal Internacional la determinación de la responsabilidad bajo las reglas 
siguientes:  
 
 
 1. De conformidad con el presente Estatuto, la Corte tendrá competencia respecto de las 

personas naturales.  
 
 2. Quien cometa un crimen de la competencia de la Corte será responsable 

individualmente y podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto.  
 
 3. De conformidad con el presente Estatuto, será penalmente responsable y podrá ser 

penado por la comisión de un crimen de la competencia de la Corte quien:  
 a) Cometa ese crimen por sí solo, con otro o por conducto de otro, sea éste o no 

penalmente responsable;  
 b) Ordene, proponga o induzca la comisión de ese crimen, ya sea consumado o en grado 

de tentativa;  
 c) Con el propósito de facilitar la comisión de ese crimen, sea cómplice o encubridor o 

colabore de algún modo en la comisión o la tentativa de comisión del crimen, incluso 
suministrando los medios para su comisión;  

 d) Contribuya de algún otro modo en la comisión o tentativa de comisión del crimen por un 
grupo de personas que tengan una finalidad común. La contribución deberá ser intencional 
y se hará:  

 i) Con el propósito de llevar a cabo la actividad o propósito delictivo del grupo, cuando una 
u otro entrañe la comisión de un crimen de la competencia de la Corte; o  

 ii) A sabiendas de que el grupo tiene la intención de cometer el crimen;  
 e) Respecto del crimen de genocidio, haga una instigación directa y pública a que se 

cometa;  
 f) Intente cometer ese crimen mediante actos que supongan un paso importante para su 

ejecución, aunque el crimen no se consume debido a circunstancias ajenas a su voluntad. 
Sin embargo, quien desista de la comisión del crimen o impida de otra forma que se 
consuma no podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto por la tentativa si 
renunciare íntegra y voluntariamente al propósito delictivo.  

 

                                                           
 
64  Ibid., p. 18.   
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 4. Nada de lo dispuesto en el presente estatuto respecto de la responsabilidad penal de 
las personas naturales afectará a la responsabilidad del Estado conforme al Derecho 
Internacional65. 

 
 
Asimismo, el artículo 28 se refiere a la responsabilidad penal de los jefes 
estableciendo:  
 
 
 Además de otras causales de responsabilidad penal de conformidad con el presente 

Estatuto por crímenes de la competencia de la Corte:  
 
 a) El jefe militar o el que actúe efectivamente como jefe militar será penalmente 

responsable por los crímenes de la competencia de la Corte que hubieren sido cometidos 
por fuerzas bajo su mando y control efectivo, o su autoridad o control efectivo, según sea 
el caso, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esas fuerzas cuando:  

 i) Hubiere sabido, o en razón de las circunstancias del momento, hubiere debido saber que 
las fuerzas estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos; y  

 ii) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para 
prevenir o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades 
competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.  

 
 b) En lo que respecta a las relaciones entre superior y subordinado distintas de las 

señaladas en el apartado a), el superior será penalmente responsable por los crímenes de 
la competencia de la Corte que hubieren sido cometidos por subordinados bajo su 
autoridad y control efectivo, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esos 
subordinados cuando:  

 i) Hubiere tenido conocimiento o deliberadamente hubiere hecho caso omiso de 
información que indicase claramente que los subordinados estaban cometiendo esos 
crímenes o se proponían cometerlos;  

 ii) Los crímenes guarden relación con actividades bajo su responsabilidad y control 
efectivo; y  

 iii) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonablemente a su alcance 
para prevenir o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las 
autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento66.  

 
 
Con estos dos artículos 25 y 28 del Estatuto de Roma, responden tanto el ejecutor 
material del crimen independientemente de si su conducta es la respuesta a una 
orden superior o no, como también el superior jerárquico, aún en el evento de que 
haya dado la orden, pero tenía la posibilidad de impedir que se realizara el hecho, 
tal como lo disponen los artículos mencionados. También, debe tenerse en cuenta 
que la imputación de responsabilidad que se le de a los jefes o superiores 

                                                           
 
65  ESTATUTO DE ROMA. Op. Cit. Artículo 25.   
 
66  Ibid. Artículo 28.   
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obedecerá a un análisis de la organización y estructura que tenga el grupo 
armado67.  
 
 
2.4  ANÁLISIS PARA JUZGAR EL GENOCIDIO DE LA UNIÓN PATRIÓTICA 
COMO CRIMEN DE LESA HUMANIDAD 
 
 
Debe tomarse en cuenta:  
 
 
a) Los elementos de análisis del ataque a los miembros de la Unión Patriótica:  
 
 

• El ataque para desaparecer la UP fue bien organizado, siguió un patrón regular 
exterminar o desaparecer a los militantes, activistas y simpatizantes de dicho 
partido.  

 

• Las organizaciones que atacaron cuando lo hicieron fue un mando responsable 
como sucedió con el Ejército.  

 

• El Ejército tenía control sobre el territorio colombiano.  
 

• El objetivo del ataque fue hacer “desaparecer”, este partido político de 
izquierda.   

 
 
b) Elementos de la sistematicidad 
 
 

• Sucedió en todo el país, en donde hubiese militantes, activistas y simpatizantes 
de la Unión Patriótica, pero especialmente en las zonas en donde tuvieron 
mayor acogida como los departamentos de Antioquia y Meta. 

 

• Los planes para eliminar como partido la UP si existieron: Operación Baile Rojo 
y Operación Golpe de Gracia. 

 
 
Por otro lado, un ataque sistemático y generalizado según la Corte Suprema de 
Justicia involucra: “(..) una repetición de actos criminales dentro de un período, 
sobre un grupo humano determinado al cual se le quiere destruir o devastar 
(exterminar) por razones políticas, religiosas, raciales u otras. Se trata, por tanto, 
                                                           
 
67  CORPORACIÓN SISMA MUJER. Op. Cit., p. 21. 
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de delitos comunes de máxima gravedad que se caracterizan por ser cometidos 
de forma repetida y masiva, con uno de tales propósitos”68.  (Negrillas fuera de 
texto). Y en esta misma Sentencia realiza una distinción entre crimen de lesa 
humanidad y otros crímenes:  
 
 
 (…) 
 
 a) No puede tratarse de un acto aislado o esporádico de violencia, sino que debe hacer 

parte de un ataque generalizado, lo que quiere decir que está dirigido contra una multitud 
de personas;  

 
 b) Es sistemático, porque se inscribe en un plan criminal cuidadosamente orquestado, que 

pone en marcha medios tanto públicos como privados, sin que, necesariamente, se trate 
de la ejecución de una política de Estado;  

 
 c) Las conductas deben implicar la comisión de actos inhumanos, de acuerdo con la lista 

que provee el mismo Estatuto;  
 
 d) El ataque debe ser dirigido exclusivamente contra la población civil; y  
 
 e) El acto debe tener un móvil discriminatorio, bien que se trate de motivos políticos, 

ideológicos, religiosos, étnicos o nacionales69.  

 
 
Y como características de los crímenes de lesa humanidad, la Corte Suprema 
destacó lo escrito por la Corte Constitucional en la Sentencia C-370 de 2006:  
 
 
 (…) 
 
 III. De las graves violaciones de derechos humanos, crímenes de lesa humanidad y 

crímenes de guerra. 
 
 (…) 
 
 La noción de crimen contra la humanidad busca la preservación a través del derecho 

penal internacional, de un núcleo de derechos fundamentales cuya salvaguarda constituye 
una norma imperativa de Derecho Internacional, ya que como afirma la Corte Internacional 
de Justicia en la sentencia Barcelona Traction dada la importancia de los derechos que 
están en juego puede considerarse que los Estados tienen un interés jurídico en que esos 
derechos sean protegidos; las obligaciones de que se trata son obligaciones erga omnes. 
Esto significa, que estas obligaciones son exigibles a todos los Estados y por todos los 
Estados. 

                                                           
 
68  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia de 03 de diciembre de 2009. Radicado 32672. 
Página 16. En: Ibid., p. 55.     
 
69  Ibid., p. 16. En: Ibid., p. 55. 
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 En razón de la naturaleza de estos crímenes, como ofensa a la dignidad inherente al ser 
humano, los crímenes contra la humanidad tienen varias características específicas. Son 
crímenes imprescriptibles. Son imputables al individuo que los comete, sea o no 
órgano o agente del Estado. Conforme a los principios reconocidos en el Estatuto 
del Tribunal de Nuremberg, toda persona que comete un acto de esta naturaleza "es 
responsable internacional del mismo y está sujeta a sanción". Igualmente, el hecho 
de que el individuo haya actuado como jefe de Estado o como autoridad del Estado, 
no le exime de responsabilidad. Tampoco, puede ser eximido de responsabilidad 
penal por el hecho de haber actuado en cumplimiento de órdenes de un superior 
jerárquico: esto significa, que no se puede invocar el principio de la obediencia 
debida para eludir el castigo de estos crímenes. A las personas responsables ó 
sospechosas de haber cometido un crimen contra la humanidad no se le puede 
otorgar asilo territorial ni se les puede conceder refugio70.  (Negrilla fuera de texto).  

  
 
Ahora bien, en la ya citada Sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, dice que al ordenamiento jurídico nacional se han incorporado 
diferentes tratados y convenciones internacionales que según la Corte son: (i) La 
Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio de las 
Naciones Unidas ratificada por Colombia el 27 de octubre de 1959 mediante ley 28 
del mismo año. (ii) La Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes de las Naciones Unidas, ratificada por Colombia 
mediante la ley 70 de 1986. (iii) La Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, adoptada por la Asamblea General de la OEA en Cartagena 
de Indias en 1985 y aprobada mediante la Ley 406 de 1997. (iv) La Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas de la Organización de 
los Estados Americanos, aprobada mediante Ley 707 de 2001. (v) El Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional, adoptado el 17 de julio de 1998 y aprobado 
por medio del Acto Legislativo 2 de 2001 que adicionó el artículo 93 de la 
Constitución Política y la ley 742 de 2002; ya fuera por expresa anexión o por vía 
de bloque de constitucionalidad de acuerdo con el artículo 93 de la Constitución 
Política de 199171. Así, para la Corte:  
 
 
 Claramente se observa que tanto la legislación nacional, como ocurre con la normatividad 

interna, ha tenido en cuenta no sólo la conducta del autor o de los partícipes sino que 
también ha considerado en especial la existencia de propósitos dirigidos a cometer delitos 
de lesa humanidad, lo cual significa que también deben ser sancionadas en igual 
medida aquellas conductas preparatorias para la comisión de los delitos que 
incluyen tanto el acuerdo como el tomar parte en una actividad dirigida a ese fin, como 
ocurre con el concierto para delinquir agravado y la desaparición forzada”72.  

                                                           
 
70  CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-370 de mayo 18 de 2006. M.P.: Manuel José 
Cepeda Espinosa.  
 
71  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Op. Cit. Sentencia  con Radicado 32672, p. 32. En: Ibid., p. 
57. 
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Los crímenes de lesa humanidad en el nivel interno tienen un fundamento 
constitucional, cimentados en las razones siguientes, de acuerdo con la Corte 
Suprema de Justicia:  
 
 
 1. La Carta Política contiene una serie de mandatos que se constituyen en la plataforma 

para la punición de los crímenes de lesa humanidad. Así, el artículo 11 dispone que “[E]l 
derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte”; por su parte, el artículo 12 
establece que "nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes"; el artículo 13 recoge el principio fundamental de 
igualdad, que para el efecto prohíbe cualquier tipo de discriminación por razones de sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica; el artículo 17 
en cuanto prohíbe la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en todas sus 
formas. 

  
 2. Simultáneamente y en forma complementaria, en virtud de la teoría del bloque de 

constitucionalidad, derivada del artículo 93 de la Carta Política, que consagra la 
prevalencia, en el orden interno, de los tratados y convenios de derechos humanos y 
derecho internacional humanitario, resulta indiscutible la fuerza vinculante del conjunto de 
normas internacionales que prohíben conductas constitutivas de crímenes de lesa 
humanidad.  

 
 3. El Estatuto de Roma, que como ya se anotó se constituye en parámetro básico de la 

sistematización y positivización de los delitos de lesa humanidad73.   

 
 
En este mismo Auto la Corte Suprema de Justicia, advirtió que: “al interior de la 
Comisión y en la Plenaria del Senado, siempre estuvo presente la idea de 
incorporar tales delitos a través de la introducción de un nuevo título en el Código 
Penal, denominado “Delitos de lesa humanidad”, el cual contendría los tipos 
penales que tipificaban la desaparición forzada de personas, el genocidio, la 
tortura, el desplazamiento forzado y la “masacre”, figura que fue luego 
eliminada”74. 
 
 
También, para la Corte Suprema de Justicia, el manejo de los delitos por medio de 
instrumentos internacionales y la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa 
humanidad, ha precisado lo siguiente:  
 
 
 (…) 
 

                                                                                                                                                                                 
72  Ibid., p. 35.  En: Ibid., p. 57.  
 
73  Ibid. Auto de septiembre 21 de 2009. Radicado 32022. P. 199 y 204.  En: Ibid., p. 63.  
 
74  Ibid., p. 205. En: Ibid., p. 63-64.   
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 La no incorporación en la legislación interna de una norma que en estricto sentido defina 
los delitos de lesa humanidad, no impide su reconocimiento a nivel nacional, porque con 
base en el principio de integración –artículo 93 de la Carta Política- debe acudirse a los 
instrumentos internacionales que por virtud del bloque de constitucionalidad 
obligan en la interpretación y aplicación de las normas”.  

 
 (…)  
 
 Para efectos de calificar los crímenes atroces cometidos contra la población civil por los 

grupos armados al margen de la ley, dentro del contexto de los llamados crímenes de lesa 
humanidad, debido a que se trata de una variedad de delitos de graves violaciones a los 
derechos humanos, que fueron tipificados en la legislación nacional bajo títulos que 
consagran bienes jurídicos tradicionales, los operadores jurídicos deberán remitirse al 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional para fijar su contexto, en concreto, 
a su artículo 7º, concordándolo con las normas del Código Penal nacional que 
castigan tales comportamientos”.  

 
 (…)  
 
 Cabe precisar, acorde con lo examinado al momento de referenciar la Convención 

Interamericana sobre desaparición forzada de personas, que si bien la Corte 
Constitucional, en la Sentencia C-580 de 2002 (a la cual se hizo referencia allí), estudió en 
concreto lo correspondiente a la prescripción de la pena y la acción respecto de esa 
conducta punible, los criterios plasmados en ese antecedente sirven de referente 
necesario para delimitar el mismo factor de enervación de la persecución estatal, en 
torno de los otros delitos de lesa humanidad75.         

 
 
En este orden ideas, la Corte Suprema de Justicia concluyó que para Colombia: 
 

 (…)  
 
 Acorde con la prohibición expresa del artículo 28, la pena aplicada, para cualquier tipo de 

delito, incluidos los de lesa humanidad, no es imprescriptible.  
 
 Cosa diferente ocurre con la acción penal, en cuyo caso, (…) se hace menester realizar un 

balanceo con los derechos de los procesados. En consecuencia, efectivamente el delito en 
sí mismo es imprescriptible, dice la Corte Constitucional, lo que faculta la posibilidad de 
investigarlo en cualquier tiempo76.  

 
 
Asimismo, la Corte Suprema de Justicia, extrajo de la Sentencia C-580 de julio 31 
de 2002 M.P.: Rodrigo Escobar Gil, las conclusiones siguientes:  
 
 

                                                           
 
75  Ibid., p. 205, 208 y 213. En: Ibid., p. 64.  
 
76  Ibid., p. 214. En: Ibid., p. 65.     
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 Acorde con nuestra Carta constitucional, en ningún caso puede predicarse 
imprescriptibilidad de la pena impuesta; ni siquiera en tratándose de delitos de lesa 
humanidad.  

 
 Es perfectamente factible que algunos delitos, particularmente los de lesa humanidad, 

gocen de la posibilidad de que su investigación sea imprescriptible.  
 
 Empero, cuando respecto de esos hechos ya existe una persona individualizada y 

formalmente vinculada al proceso (no basta con el cumplimiento de una sola condición, 
vale decir, se tienen que conjugar la individualización y la formal vinculación, para que se 
repute existente el derecho del procesado), respecto de ella no opera la 
imprescriptibilidad77. 

 
 
Por otra parte, la Corte Constitucional en Sentencia C-1076 de 2002, se ha 
referido al artículo 7º del Estatuto de Roma, en cuanto a los crímenes de lesa 
humanidad ampliando su conocimiento así:  
 
 
 Aunque los antecedentes legislativos no son muy elocuentes en la materia, parecería que 

la redacción del numeral 6 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002 se inspiró en algunos de 
los elementos del crimen de lesa humanidad de persecución, que aparece recogido en el 
artículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, a cuyo tenor: 
  
“1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "crimen de lesa humanidad" 
cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque: 
  
h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos 
políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el 
párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al 
derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo 
o con cualquier crimen de la competencia de la Corte; 

 
 2. A los efectos del párrafo 1: 

  
a) Por "ataque contra una población civil" se entenderá una línea de conducta que 
implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población 
civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización de cometer es 
ataque o para promover esa política; 
  
g) Por "persecución" se entenderá la privación intencional y grave de derechos 
fundamentales en contravención del derecho internacional en razón de la identidad del 
grupo o de la colectividad; 
  
En nada contraría la Constitución que el legislador haya decidido configurar una falta 
disciplinaria gravísima que no responde exactamente, a cada uno de los elementos 
configuradores de un crimen de lesa humanidad que aparece recogido en el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional. Por tales razones ha de examinar la Corte, en el 

                                                           
 
77  Ibid., p. 216. En: Ibid., p. 65.  
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caso concreto el legislador desbordó su margen de discrecionalidad, tal y como lo ha 
entendido esta Corporación, en los siguientes términos: 
  
“En principio, la regla es que el legislador cuenta con un amplio margen de 
discrecionalidad a la hora de definir las conductas penalmente reprochables, lo cual, 
extendido por naturaleza al ámbito disciplinario, implica que la ley es autónoma en la 
regulación de las conductas disciplinariamente sancionables. No obstante, la supremacía 
del orden constitucional también exige que la definición de las conductas y la imposición 
de las sanciones correspondientes respete los parámetros de proporcionalidad que 
impone el régimen superior, de suerte que aquella libertad configurativa no desborde ni en 
discriminación de los asociados ni en desconocimiento de los principios que ilustran el 
régimen punitivo del Estado. 
  
“... aunque el legislador goza de un amplio margen de discrecionalidad al momento de 
decidir cuáles conductas merecen juicio de reprochabilidad jurídica, dicha autonomía se 
encuentra restringida por las pautas que imponen la proporcionalidad y la vigencia de los 
principios de convivencia pacífica y el orden justo. A esto habría que agregar que el 
legislador está obligado a mantener las garantías mínimas que se ha comprometido 
proteger en el ámbito internacional en torno a la protección de los derechos de los 
asociados”. 
  
Con base en los anteriores, la Corte considera que referirse a una colectividad propia 
fundada en motivos políticos, alude a una noción que se ajusta a los principios y valores 
democráticos y pluralistas que inspiran a la Constitución, no es discriminatorio ni contrario 
a la dignidad humana y además no vulnera, en absoluto, los compromisos internacionales 
asumidos por el Estado colombiano en materia de derechos humanos. 
  
Por las anteriores razones, la Corte declarará la exequibilidad de la expresión fundada en 
motivos políticos, que aparece recogida en el numeral 6 del artículo 48 de la Ley 734 de 
2002, por los cargos analizados en esta sentencia. 

 
 (…) 
 
 Por el contrario, el contenido y alcance de la noción de crimen de lesa humanidad son 

distintos. 
  
En efecto, para Bassiouni bajo la denominación “crimen de lesa humanidad’, se suelen 
designar determinados actos graves de violencia cometidos a gran escala por individuos, 
sean o no agentes estatales, contra otras personas con un propósito esencialmente 
político, ideológico, racial, nacional, étnico o religioso”. Al igual que sucede con la noción 
de crimen de guerra, aquella de crimen de lesa humanidad hizo su aparición después de 
la II Guerra Mundial en el texto del Estatuto del Tribunal Militar Internacional de 
Nüremberg, más exactamente, en su artículo 6, el cual enumeraba como tales, inter alia, 
el asesinato, el exterminio, la reducción a la esclavitud, la deportación, “todo acto 
inhumano cometido contra la población civil, así como las persecuciones por motivos 
políticos o religiosos. Nótese que no estamos en presencia de violaciones a las leyes y 
costumbres de la guerra (crímenes de guerra), sino ante actos cometidos de manera 
sistemática, masiva, a gran escala, contra integrantes de la población civil por motivos de 
diversa naturaleza (políticos, raciales, religiosos, etcétera.). 
 
Con el paso del tiempo el catálogo de los crímenes de lesa humanidad se ha enriquecido 
abarcando, por ejemplo, el apartheid, la desaparición forzada de personas, la violación y la 
prostitución forzada. De igual manera, los elementos esenciales de la noción de “crimen 
de lesa humanidad han venido siendo precisados por medio de algunos fallos emanados 
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de jueces penales internos (vgr. asuntos Eichmann, Barbie, Touvier y Papon ), ciertos 
tratados internacionales, resoluciones del Consejo de Seguridad de la ONU y sentencias 
proferidas por los Tribunales Penales Internacionales ad hoc para Ruanda y la Antigua 
Yugoslavia. 
  
Para estos jueces internacionales la categoría de crimen de lesa humanidad presupone 
que un determinado acto: 1) cause sufrimientos graves a la víctima o atente contra su 
salud mental o física; 2) se inscriba en el marco de un ataque generalizado y sistemático; 
3) esté dirigido contra miembros de la población civil y 4 ) sea cometido por uno o varios 
motivos discriminatorios especialmente por razones de orden nacional, político, étnico, 
racial o religioso. 
  
En este orden de ideas, el concepto de “crimen de lesa humanidad” reviste importantes 
elementos cuantitativos y cualitativos, que permiten distinguirlo de otras categorías de 
delitos. En efecto, no se debe tratar de un acto aislado o esporádico de violencia, sino que 
debe hacer parte de un ataque generalizado, lo que quiere decir que esté dirigido contra 
una multitud de personas, y sistemático, lo que significa que el delito se inscriba en un 
plan cuidadosamente orquestado, que ponga en marcha medios tanto públicos como 
privados, sin que, necesariamente, se trate de la ejecución de una política de Estado. 
Además, el ataque debe ser dirigido exclusivamente contra la población civil, lo cual 
permite diferenciarlo de los crímenes de guerra, que abarcan, como hemos visto, a los 
combatientes. Se precisa, por último, que el acto tenga un móvil discriminatorio, bien que 
se trate de motivos políticos, ideológicos, religiosos, étnicos o nacionales. 

 
 Ahora bien, un aspecto que ha sido objeto de polémica es el referente al ámbito de 

aplicación ratione contextus del crimen de lesa humanidad, vale decir, si presupone o no la 
existencia de un conflicto armado sea interno o internacional. 
  
Al respecto, comenta Eric David que en el asunto Eichmann, el Tribunal de Jerusalén, 
estimó que la noción de crimen de lesa humanidad no se aplicaba únicamente para 
tiempos de guerra. Posteriormente, el Tribunal Penal Internacional para la Antigua 
Yugoslavia, en el asunto Tadic, declaró que “La ausencia de un vínculo entre los crímenes 
contra la humanidad y un conflicto armado internacional es hoy una regla establecida por 
el derecho internacional consuetudinario”. Por su parte, el Estatuto de Roma omite 
también hacer referencia alguna a la existencia o no de un conflicto armado, sea interno o 
internacional, lo que sí insiste es que debe tratarse de un acto generalizado y sistemático 
contra la población civil, de “conformidad con la política de un Estado o de una 
organización de cometer esos actos”, y además, “con conocimiento de dicho ataque”, lo 
que introduce a la intencionalidad como un elemento definitorio del crimen de lesa 
humanidad. 
  
Al respecto, esta Corte, en sentencia C-578, mediante la cual se examinó la 
constitucionalidad del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y su 
correspondiente ley aprobatoria consideró lo siguiente: 

 
 “En el Estatuto de Roma optó por desvincularlos de la existencia de un conflicto armado. 

Respecto de estas conductas existe consenso sobre su carácter de normas de ius 
cogens”. 

  
Otro aspecto que se presta para discusión es si la noción de crimen de lesa humanidad 
abarca o no la destrucción de bienes esenciales para la población civil. La respuesta es 
negativa por cuanto ninguna de las normas que se refieren a esta variedad de hechos 
punibles menciona los ataques a los bienes civiles y porque además es un problema más 
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propio del DIH, y en concreto, se relaciona con el tema de la conducción de las 
hostilidades78. 

 
 
Conforme a lo anterior, tanto en Sentencias, Autos de la Corte Suprema de 
Justicia y de la Corte Constitucional, se encuentran de acuerdo que un ataque 
sistemático y generalizado por razones políticas contra un grupo es un delito de 
lesa humanidad; por tanto, el ataque contra la UP fue bien organizado, con un 
patrón de exterminio de los militantes, activistas y simpatizantes, por 
organizaciones con un mando responsable como el Ejército y con planes muy 
claros como las Operaciones Baile Rojo y Golpe de Gracia y el escoger zonas 
especialmente de influencia del partido de la UP para llevar a cabo el genocidio 
del mismo; así que sería muy importante para que el país pudiera tener verdad, 
justicia y reparación, que el exterminio del Partido de la Unión Patriótica fuera 
declarado un crimen de lesa humanidad; y aunque algunos doctrinantes 
consideran que no cumple con las características de estabilidad, es indudable que 
en el caso de la Unión Patriótica, no es aplicable, dado que fueron muchos años 
en los que se realizaron desde asesinatos, desapariciones y masacres con los 
integrantes de este grupo político.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                           
 
78  CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-1076 de diciembre 5 de 2002. M.P.: Clara 
Inés Vargas Hernández.  
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4.  CONCLUSIONES 
 
 

• La Guerra Fría, influyó en la polarización de la sociedad colombiana, en la que 
consideraban a los capitalistas representados por los Estados Unidos de 
América como los  “buenos”  y a los comunistas representados por la Unión 
Soviética como los  “malos”, en una visión muy sesgada de los verdaderos 
hechos.  Y en este ambiente en la administración de Belisario Betancur (1984) 
surgió el movimiento político de la Unión Patriótica producto de los Acuerdos 
de La Uribe en el que participaron representantes del Estado, la dirección de 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia  (FARC), precisamente un 
año después en  mayo de 1985.  

 
  

• El partido de la Unión Patriótica estaba compuesto por distintos sectores, 
partidos, alianzas de sectores urbanos, rurales, regionales, departamentales, 
veredas, corregimientos, barrios, entre los que se destacan: Autodefensa 
Obrera  (ADO), Movimiento Firmes, Juventud Comunista, Partido Comunista 
Colombiano, Partido Socialista Revolucionario, Frente Democrático, Sectores 
del Nuevo Liberalismo, Sectores del  Liberalismo Independiente Unidad Liberal 
Popular, Movimiento de Convergencia Liberal, Nueva Fuerza Liberal, Sectores 
del Conservatismo, Diversas organizaciones de carácter cívico, obrero y 
popular.   

 
 

• La plataforma política de la UP, representó un cambio con respecto a las 
propuestas de los partidos tradicionales que cubría desde defensa ecológica, 
hasta la adopción de una Constitución, respeto de los derechos de las 
comunidades indígenas, entre otras.  

 
 

• Hasta la fecha la Unión Patriótica ha sido la única oportunidad de las FARC 
para hacer política; y en su mejor momento este partido consiguió elegir 16 
alcaldes y 256 concejales y 16 representantes al Congreso de Colombia. Pero, 
fueron asesinados en un lapso de veinte años más de tres mil de sus activistas 
entre ellos dos candidatos presidenciales y 13 parlamentarios.  

 
 

• El genocidio es considerado como un crimen de derecho internacional que es 
cometido por motivos religiosos, raciales o políticos o de cualquier otra 
naturaleza y puede ser cometido en tiempos de paz o de guerra.  
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• El genocidio de la Unión Patriótica ha significado una violencia sistemática 
como una vía para resolver diferencias de tipo ideológico, al no aceptar la 
diferencia con el otro.  

 
 

• La desaparición forzada fue ejercida contra el partido de la Unión Patriótica, 
puesto que fueron muchos de los activistas y simpatizantes que fueron 
víctimas de esta modalidad de delito.  

 
 

• Los crímenes de lesa humanidad según el artículo 7º del Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional “son cualquier de los actos siguientes cuando se 
cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una 
población civil y con conocimiento de dicho ataque…”.  

 
 

• De acuerdo con el artículo 7º del Estatuto de Roma, los elementos que 
componen el crimen de lesa humanidad son: ataque contra una población civil 
y ataque generalizado o sistemático.  

 
 

• Los artículos 25 y 28 del Estatuto de Roma, comprenden la responsabilidad 
penal individual y responsabilidad penal de los jefes, respectivamente.  

 
 

• La constante de los distintos gobiernos ha sido negar que los miles de 
homicidios y desapariciones de miembros de la Unión Patriótica hayan sido 
sistemáticos, la explicación dada es que han sido hechos realizados por el 
narcotráfico, venganzas particulares o ataques de la guerrilla, es decir, hechos 
poco afortunados que han llevado a la muerte y desaparición de estas 
personas.  

 
 

• La reparación del daño infringido a la Unión Patriótica debería comprender 
medidas que permitieran restablecer su proyecto alternativo en lo referente a 
los cambios que pide la sociedad colombiana, y no solamente debería 
centrarse en la indemnización económica de familiares de las víctimas o en 
pensar en restituir el número de concejales, representantes, alcaldes que 
fueron asesinados, puesto que el país necesita transformaciones para 
conseguir una salida al conflicto armado.  
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• La Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional han emitido 
jurisprudencia acerca de los crímenes de lesa humanidad, en los que se 
reconoce que existen también por razones políticas.  

 
 

• El Congreso trató de reformar el Código Penal, para que se estableciera en él, 
el crimen de lesa humanidad en un Proyecto de Ley del año 1998, pero fue 
cancelado. Pero, sería muy importante para Colombia, que este delito quedar 
tipificado, por los hechos de violencia vive el país.  

 
 

• El genocidio en contra del Partido de la Unión Patriótica debería ser reconocido 
como un crimen de lesa humanidad; dado que en distintas sentencias emitidas 
por la Corte Suprema y la Corte Constitucional de Colombia, se plantea que los 
asesinatos cometidos contra un grupo por razones políticas dentro del marco 
de un ataque generalizado y sistemático como sucedió con los activistas, 
simpatizantes de este partido, es un crimen de lesa humanidad; pero debería 
encontrarse establecido en el ordenamiento jurídico colombiano en qué 
contexto suceden los hechos, para que sea considerado crimen de lesa 
humanidad, aunque  las sentencias de ambas Cortes se remiten al Estatuto de 
Roma, que se encuentra incorporado a legislación nacional.   
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